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En el presente trabajo ˝ANALISIS JURIDICO DEL JUICIO DE EXCEPCIONES EN EL 
DERECHO TRIBUTARIO ECUATORIANO˝ quiero demostrar cómo actúan los Órganos de 
la Administración Tributaria Central en el JUICIO DE EXCEPCIONES y sembrar un 
precedente para que a través de mi análisis  el contribuyente  o responsable pueda proponer 
oportunamente acciones legales  para que a tiempo pueda defenderse  y evite una violación a 
sus derechos  por desconocimiento de la ley o por temor a la Administración Tributaria y se 
someta a la misma. Este trabajo es una aportación para orientar a los sujetos pasivos a través 
de  las excepciones puedan interrumpir la continuidad del Proceso Administrativo de 
Ejecución y que conozcan que  la nueva Constitución de la República del Ecuador  garantiza 
los Principios  de Celeridad y Tutela Judicial dentro de los Procesos  Coactivos. 
 
 
PALABRAS CLAVES: DERECHO TRIBUTARIO,  ACCIÓN ADMINISTRATIVA, 
















JURIDICAL ANALYSIS OF THE EXCEPTIONS TRIAL IN THE ECUADORIAN 
TAX LAW 
With the current research work "JURIDICAL ANALYSIS OF THE EXCEPTIONS TRIAL 
IN THE ECUADORIAN TAX LAW" is intended to demonstrate how Central Tax 
Management Agencies perform in the EXCEPTIONS TRIAL and set a precedent. I expect 
that my analysis is used by taxpayers or responsible parties to timely propose defensive legal 
actions to prevent violation of their rights for ignorance of the law or for fear to the Tax 
Administration they can submit to it. The current work is a contribution intended to guide 
passive subjects to enable them to interrupt the Administrative Process, through exceptions, 
and read the new Constitution of the Republic of Ecuador, which provides Quickness 
Principles and Judicial Protection in Coactive Processes. The current work is also intended to 
expose the unconstitutional nature of the Environmental Promotion Law and Enhancement of 
State Incomes; through it, we are retuming to the controversial principle, solve et repete or 
prepayment, in order to exercise actions in the Contentious Tax court, applied fifty years ago. 
Due to the fact the Jurisdictional Agency was deleterious to taxpayers' interests, whose 
defense could be forcefülly structured under discriminative elements, and in line with the 




2.- ADMINISTRATIVE ACTION 





I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have prepared the attached translation 








El Análisis  Jurídico de Excepciones en el Derecho  Tributario Ecuatoriano, tema de 
trascendental importancia en los actuales momentos tanto para personas naturales como para 
personas jurídicas (contribuyentes) y más aún para profesionales de derecho ya que por su 
propia convicción es la persona que con su conocimiento jurídico orienta, frena y encausa en 
debida forma a sus semejantes, exponiendo a través de este análisis con claridad y objetividad 
varios puntos de vista, dentro del  procedimiento del juicio de excepciones a fin de que el 
legitimado puede proponer en forma oportuna  una acción con el único fin de que en forma 
inmediata se adopten las medidas necesarias para que pueda remediar las consecuencias de 
una manifestación de voluntad emitido por Autoridad Pública, que haya violado cualquier 
derecho contemplo tanto  en el Derecho Tributario  así como también  en la Constitución  de la 
República del  Ecuador o como resultado de un acuerdo de voluntades firmado en un 
Convenio Internacional, que de modo inminente amenace con causar un daño grave. 
 
Si bien es cierto que la Obligación Tributaria es aquella  que debe ser cumplida por los 
contribuyentes  o responsable, como la señala   la Ley; siempre y cuando se haya establecido 
el hecho generador o el presupuesto determinado por la Ley sin que sea facultativo su pago y 
más bien pudiendo ser obligado por la fuerza. 
 
Esta obligación puede ser satisfecha en efectivo, especie o servicio apreciable en dinero que es 
el vínculo  jurídico existente entre el Estado, como ente acreedor de los tributos; y a los 
contribuyentes o responsables, como entes obligados a tributar o recaudar los tributos según 
sea el caso.  
 
En el Derecho Administrativo, como Autoridad Pública, se conoce a los funcionarios y 
empleados del sector público, cuyas  instituciones pertenecen al Estado,  como son los 
organismos  y dependencias de Las funciones Legislativas, Ejecutiva, Judicial, Electorales, de 
Control y Regulación, de los Gobiernos Seccionales y aquellas entidades creadas por la 
Constitución  o la ley para el ejercicio de la Potestad Estatal,  que vendrían a estar  
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representadas  por aquellos empleados públicos, por cuanto  ellos ejercen actos de mando en 
virtud de las facultades que se les concede  y se puede ser de libre nombramiento y remoción 
de la Función Ejecutiva  o por periodos fijos como aquellos que ejercen la representación 
financiera administrativas como sucede en los organismos de control  o cuerpos  colegiados. 
 
El acto administrativo, que es la manifestación de voluntad, nació a raíz que se dejó 
clarificado de las Funciones del Estado y quedo sometida a la ley,  el Art. 65 del Estatuto del 
Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva, derogada, nos brinda  su concepto 
que dice: “Es toda declaración unilateral efectuada de la Función Administrativa que produce 
efectos  jurídicos individuales en forma directa”.  Esta manifestación de voluntad emanada por 
una autoridad pública es sujeto de impugnación sometida a las disposiciones legales 
aplicables, que lo podrá hacer judicialmente ante el respectivo Tribunal Distrital de lo 
Contencioso Administrativo de manera directa. 
 
El cobro de lo adeudado a las Instituciones  del Estado que se encuentran identificadas en el 
Art. 118 de la derogada ley Suprema, se lo hará por medio del Procedimiento Coactivo, 
conforme  lo establecen  los Códigos Tributarios y Procedimiento Civil, en sus Arts. 158 y 942 
en su orden, acción que la ejercerán privadamente por los respectivos empleados recaudadores 
de las Instituciones indicadas en el artículo anterior o por los delegados  que se designe la 
Autoridad Pública, cuando no exista Delegación, el Funcionario  Publico encargado de hacer 
de Juez de Coactiva es el empleado recaudador, que vendría a ser el tesorero de la Institución 
pública.  
 
La interrogante surge cuando el Juez de Coactiva es un Servidor Público y los Actos 
Administrativos que dicte en su calidad de Juez en un Proceso Judicial, estarán sujetos  por 
decir a una Recurso de Amparo Constitucional  o estarán exentos por tratarse de un Juicio 
Coactivo  y se somete a los deberes y obligaciones  a los que están obligados los Jueces de la 












Análisis Jurídico del Juicio de Excepciones en el Derecho Tributario Ecuatoriano. 
 
1.2 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 
 
 
El actual  Código Tributario, marco legal fundamental y base de la presente  tesis,  ha sufrido 
reformas legales que no permiten viabilizar con mayor eficiencia  tanto la recaudación de 
tributos base sustancial para la estructuración misma del Presupuesto General del Estado, así 
como también que permita subsanar en forma oportuna y adecuada los actos administrativos 
ilegítimos que lesionen los intereses de los contribuyentes.  
 
No obstante el 2 de diciembre de 1973  una Comisión Interinstitucional  integrada por el  
Ministerio de Finanzas, el Contralor General de la Nación y el H. Tribunal Fiscal de la 
Republica, estudio y formulo un  Proyecto del Código Tributario, acorde con el  momento que 
vivía el país en ese entones y con las necesidades nacionales de esa época. 
 
La Referida Comisión y Libro referente al Órgano de lo Contencioso – Tributario, en  base de 
las más recientes experiencias vividas  en la materia; haciéndose también eco del  clamor que 
respetables Organizaciones de Profesionales (Colegios de Abogados) y de las fuerzas vivas del 
País (Cámaras de Comercio e Industrias), habían en ese entonces formulado respecto a ciertos 
“estímulos administrativos”,  o de los sistemas de afianzamiento que ha significado la 
conservación residual y el criticado y discutido principio del  solve et repete, o pago previo, 
para el ejercicio de las acciones Contencioso-Tributaria,  que han devenido en dispendioso 
arbitrio al que han dicho someterse los contribuyentes para formular sus defensas, en una 
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odiosa discriminación ,y poder económico que abría la posibilidad  de acudir, ante el Órgano 
Jurisdiccional, en demanda de justicia solo a los que por su posibilidad  estaban capacitado 
para ello, y que, en pocos casos,  ha significado o equivale, a dar el acceso a la justicia. 
 
Sin embargo de lo cual hasta la presente fecha no ha llenado las expectativas, que en doctrina, 
según anota Carretero Pérez,  se torna ya cuestionable que su fundamento, incluso, provenga 
de las clásicas presunciones de “Legalidad” y de “Ejecutividad” de los Actos Administrativos, 
y únicamente quedaría como razón admitida por la Jurisprudencia, el utilitario y magro 
“interés de la Hacienda Pública”. 
 
1.3 FORMULACION DEL PROBLEMA 
 
Creo entonces oportuno realizar la primera acción efectiva y recomendable, en el noble 
propósito de tomar la materia  Contencioso Tributaria y de implantar la  auténtica justicia en el 
Régimen Tributario; cuerpo legal que, constituyendo a la vez nuestro destacado avance en el 
novísimo  campo del Derecho Tributario, permita que el Ecuador se alinee entre las primeras 
Naciones y que constituyan el Órgano Jurisdiccional de la Justicia Tributaria.   
 
Es necesario concienciar en el contribuyente abandonar la idea simplista del sacrificio y 
considerar el deber tributario como un axioma, resultante de la existencia del Estado y 
exigencia indiscutible del bien general; como  el que exige estimar al tributo, no ya simple 
exacción reclamada coactivamente por el ente público; sino como una realidad Ético-Jurídica, 
generadora de una específica vinculación: la relación Jurídico Tributaria , una franca adhesión 
a los más caracterizados Principios Doctrinarios y Técnicos del Régimen Tributario,  como  
son los de generalidad, progresividad, eficiencia, simplicidad administrativa, irretroactividad, 
equidad, transparencia y suficiencia recaudatoria.; la urgencia de un orden y criterio únicos, 
que  se implantara realmente en el campo de la Administración y Gestión Tributaria y 
perfeccionara  a la vez su Control Jurisdiccional por un Órgano no dependiente ni adscrito a 




El Código Tributario en su  diseño debe abarcar en lo posible todo atinente y derivado de la 
Gestión Tributaria y de la relación específica que nos ocupa, incluyendo el difícil y arduo 
terreno del ilícito Tributario, su tipificación, juzgamiento y sanción. 
 
¿Existe Celeridad y Tutela Judicial en los Procesos Coactivos por parte de la Autoridad 
Pública? 
 
1.4 PREGUNTAS DIRECTRICES. 
 
¿Existe el número suficiente de Tribunales Distritales en el Ecuador para que se puedan 
evacuar los Juicios de Excepciones? 
 
¿Existen centros de información y asesoramiento legal para las personas que tienen problemas 
con la Administración Tributaria? 
 
¿Los contribuyentes conocen de la existencia de poder proponer excepciones al proceso 
coactivo? 
 
¿La Administración Tributaria cumple con la finalidad para la cual fue creada? 
 
¿Los ciudadanos conocen que el Estado es Juez y Parte dentro de un proceso coactivo? 
 
¿Los ciudadanos conocen que el Estado puede ratificar y dar de baja títulos de crédito dentro 







1.5.1.- OBJETIVOS GENERALES: 
 
1.5.1.2 Realizar un Análisis Jurídico del Juicio de Excepciones de una manera clara y objetiva, 
determinar las diferencias existentes entre el juicio de Impugnación y el juicio de Excepciones. 
1.5.1.3 Determinar los vacíos legales existentes dentro del Juicio de Excepciones. 
1.5.1.4 Sugerir las reformas legales necesarias que permita viabilizar las diferentes 
excepciones una vez que se ha iniciado el procedimiento coactivo.  
 
1.5.2- OBJETIVOS ESPECIFICOS: 
 
1.5.2.1 Determinar en forma clara y objetiva la naturaleza y diferencia del juicio de 
Impugnación y el de Excepciones. 
1.5.2.2 Analizar de una manera detenida, el procedimiento coactivo. 
1.5.2.3 Realizar un análisis y la fundación jurídica, titulo de crédito, auto de pago y las 
excepciones propiamente dichas. 
1.5.2.4 Conocer en forma pormenorizada el juicio como inicialmente le denomina el Código 
de Procedimiento Civil los precedentes de aplicación a las Leyes y Reglamentos Tributarios. 
1.5.2.5 Analizar el Proceso y la Acción del juicio de excepciones. 










1.6 JUSTIFICACION DEL TEMA 
 
El presente trabajo de investigación pretende analizar si existe o no el cumplimiento real y 
efectivo de los principios del Derecho Tributario en los Procedimientos Administrativo y 
Contencioso Tributarios, a favor de la seguridad jurídica y el reconocimiento de los derechos y 
Garantías Constitucionales de los Contribuyentes.  
 
Siendo tan frecuentes las vulneraciones y violaciones de los derechos, Garantías y Principios 
Constitucionales, y en el caso de análisis de los principios del Derecho Tributario, los 
gobiernos de todos los países se han visto obligados a reforzar y modernizar el control 
tributario, creando organismos especializados, capacitando a sus recursos humanos, dictando 
nuevas normas legales, estableciendo sanciones a través de la modificación del Código Penal, 
del Código Tributario, inclusive desarrollando  campañas educativas dirigidas a ciudadanos de 
todas las edades con la finalidad de desarrollar conciencia tributaria, etc. 
 
El propósito básico de mi investigación es realizar un profundo análisis de los conflictos 
tributarios y dar pautas para poder solucionar los mismos, indicar a los contribuyentes que 
aunque el Estado es juez y parte en este tipo de conflictos con la nueva Constitución del 2008 
se ha creado un Estado Constitucional de Derechos, es decir reconoce todos los derechos de 
las personas por lo tanto la Constitución es Garantista, de esta manera las personas deben 
hacer valer sus derechos cuando sientan que han sido violados y vulnerados dentro de un 
Proceso Tributario interponiendo un juicio de excepciones. 
Es necesario resaltar que en nuestro país aún existe desconocimiento sobre la aplicación de la 
Ley, puesto que los contribuyentes lo han tomado como una Ley que atenta exclusivamente a 
sus derechos y porque es contra la Administración Pública y el Estado sienten un inmenso 
temor y no hacen nada y se sienten desprotegidos por estas Leyes, en este sentido esto ha 
permitido un cierto indiferentismo a tal punto que la gente prefiere pagar, teniendo perjuicios 
económicos y no defenderse. 
Por lo expuesto es de gran interés adentrarse, investigar  y analizar el estudio del Juicio de 
Excepciones para saber cuál es el trámite que debe darse a este tipo de conflictos, como se 
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2.1 ACTOS Y PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS TRIBUTARIOS 
 
Para abordar la temática escogida, he considerado necesario previamente analizar de manera 
somera un aspecto: los antecedentes históricos de la derogada ley Orgánica de Régimen 
Municipal actual COOTAD y del Código Tributario. 
 
La legislación es el conjunto de cuerpos legales o de leyes por las cuales se gobierna un 
Estado o una materia determinada. Las mismas se encuentran jerárquicamente sometidas a la 
Constitución  de la República del Ecuador, que es la norma principal que dicta los preceptos 
básicos bajo las cuales se rige un Estado de derecho. Las demás leyes deben estar en perfecta 
armonía con la Constitución ya que de no estarlo serían nulas sus disposiciones. Debe 
entenderse por leyes todas las normas rectoras del Estado y de las personas a quienes afectan, 
dictadas por la autoridad a quien esté atribuida esta facultad. En consecuencia y en este 
sentido, la legislación de un país estaría constituida, dentro de un Régimen Constitucional, no 
solo por las normas establecidas por el Ordenamiento Legislativo, sino también por las 
disposiciones dictadas por el poder administrador en todos sus grados y dentro y dentro de sus 
atribuciones específicas. 
 
La Revista Judicial Ecuador dispone de 17 leyes orgánicas, 7 códigos y 76 leyes, entre estas 
incluida la nueva Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria en el Ecuador, el Código 
Tributario y Ley de Régimen Tributario Interno con sus correspondientes reformas, así como 




En el derogado Registro Oficial No. 331 de 15 de octubre de 1971 se publica la Ley de 
Régimen Municipal, contenida de Títulos, Capítulos, Secciones y Parágrafos. En lo que nos 
corresponde, el Título VI desarrolla lo referente a los impuestos; el Título VII sobre las tasas; 
y, el Título VIII lo relativo a las contribuciones especiales de mejoras; además se debe 
considerar, el Título IX sobre los ingresos no tributarios; y, el Título XI sobre el Presupuesto 
Municipal, que analiza lo referente a los ingresos tributarios, ingresos no tributarios.  
 
A partir de octubre de 1971 se expidieron veinte y tres cuerpos legales que la reformaron, 
entre ellas: la Ley 104, promulgada en agosto de 1982; y, la Ley 5, promulgada en marzo de 
1997. 
 
El antiguo Congreso Nacional expidió la Resolución No. 22-058, publicada en el Registro 
Oficial de ese entonces  No. 280 de 8 de marzo de 2001. El Art. 1 de la mentada resolución 
otorgó el carácter de orgánica a determinadas leyes, entre las cuales se encontraba la 
denominada Ley de Régimen Municipal, todo esto acorde a lo previsto en el numeral 1 del 
Art. 142 de la Constitución de 1998. 
 
Muchos intentos para reformar y actualizar este cuerpo normativo fracasaron al momento de 
ser tratada por el legislador ecuatoriano, por lo que, debieron transcurrir treinta y tres años, 
para que se expidiera la derogada “Ley Orgánica Reformatoria a la Ley de Régimen 
Municipal”, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 427 de 27 de septiembre de 
2004, dando un adelanto gigantesco para el Municipalismo, pues se adaptaron normas a la 
realidad cantonal, y se avanzó notablemente en el campo de Tributación Municipal, ya que 
gran parte de los impuestos administrados por las Municipalidades del País fueron reformados 
y de cierta forma actualizados; sin embargo, como todos conocemos la dinámica constante del 
día a día que lleva a pensar en la necesidad de actualizar el Marco Legal Tributario municipal, 
principalmente aquello relativo a las tasas y a las contribuciones especiales de mejoras, pues el 
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legislador tuvo la oportunidad de reformarlas en el año 2004; sin embargo, sólo abarcó uno de 




Existen tantos conceptos de acto administrativo como Tratadistas en esta área, aunque la 
mayoría son concordantes entre sí. Para fines del presente trabajo he estimado citar los 
siguientes que considero son los más completos y perceptibles: 
 
Rafael Bielsa señala que el acto administrativo “es la decisión general o especial de una 
autoridad administrativa, en el ejercicio de sus propias funciones, y que se refiere a derechos, 
deberes, e intereses, de las entidades administrativas o de los particulares de ellas”1. 
 
Por su parte, Miguel Acosta Romero, dando un concepto que desde mi puno de vista es 
bastante completo y didáctico, define al acto administrativo “como una manifestación 
unilateral y externa de voluntad que expresa una decisión de autoridad administrativa 
competente en el ejercicio de la potestad pública”2. 
 
Así mismo, recopilando los elementos constitutivos del acto administrativo, el tratadista Luis 
Humberto Delgadillo, establece que: “el acto administrativo es una declaración unilateral de 
voluntad, conocimiento o juicio de un órgano administrativo, realizada en ejercicio de la 
función administrativa, que produce efectos jurídicos en forma concreta”3. 
                                                 
1
 BIELSA, Rafael, Derecho Administrativo, 4ta. Edición, Tomo 1, Buenos Aires, 1947. 
2
 ACOSTA ROMERO, Miguel, Teoría General del Derecho Administrativo, 11ra. Edición, Editorial 
Porrúa, México, 1993, pág. 718. 
3





Dromi define al acto administrativo como “toda declaración unilateral efectuada en ejercicio 
de la función administrativa, que produce efectos jurídicos individuales en forma directa”4. 
 
Dentro de nuestro ordenamiento jurídico vigente, encontramos la definición de acto 
administrativo en el Art. 65 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva, que señala textualmente: “Acto administrativo.-Es toda declaración unilateral 
efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos individuales 
de forma directa.” 
 
De los conceptos citados, podemos advertir que en cada uno de ellos se repiten los mismos 
elementos esenciales del acto administrativo, los cuales podemos enumerar de la siguiente 
manera: Declaración, Voluntad, Unilateralidad, Ejercicio administrativo, Procura efectos 
jurídicos en forma inmediata y directa. 
 
Una vez que ya contamos con una definición de acto administrativo, ésta nos permite 
adentrarnos en el análisis de la naturaleza jurídica del mismo, la misma que viene dada en 
función de su eficacia. 
 
En el momento en que decimos que un acto administrativo existe, pues ha emanado de la 
administración, generalmente éste producirá sus efectos jurídicos, los cuales, como sabemos 
por regla general, serán aplicados para lo futuro, en aplicación del principio de la no 
retroactividad, salvo que especialmente se establezca otra fecha o como en el caso excepcional 
de que se conceda un recurso de revisión, en que estaríamos hablando de una eficacia 
                                                 
4
 DROMI, Roberto, Derecho Administrativo, 7ma. Edición, Editorial Ciudad Argentina, Buenos Aires, 
1998, pág. 161. 
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retroactiva, siempre que los “supuestos de hecho necesarios existieran a la fecha que se 
retrotrae la eficacia del acto”5. 
 
En este tema se hace necesario establecer que la eficacia de los actos administrativos estará 
siempre “encaminada a producir efectos jurídicos, por lo tanto se colige que la eficacia del 
acto comporta elementos de hecho, pues una decisión administrativa adoptada de conformidad 
con el ordenamiento jurídico superior, cobijada por presunción de constitucionalidad y de 
legalidad, puede constituir un acto administrativo perfecto pero ineficaz. Así mismo, una 
decisión viciada de nulidad por no cumplir con todos los requisitos establecidos por el 
ordenamiento jurídico superior, puede llegar a producir efectos por no haber sido acatada 
oportunamente”6. 
 
Respecto a las consideraciones jurídicas realizadas, podemos adelantarnos al tema siguiente y 
definir algunas tipologías de acto administrativo según el orden tributario, más no siempre en 
el orden administrativo, en que denominamos: Acto eficaz, al que produce efectos respecto de 
un determinado contribuyente o particular por su notificación. Acto válido, porque se ha 
emitido por autoridad competente o por haberse observado los requisitos de trámite siempre 
que no hayan causado indefensión. Acto nulo, por vicios de competencia o de trámite. Acto 
anulable, porque no guarda conformidad con la norma o los hechos, generalmente en el 
ámbito tributario no los denominamos ineficaces. Por otro lado, se afirma que el principio de 
validez de los actos administrativos tributarios, lleva implícita la presunción de legitimidad, 
que se basa en el conocido axioma jurídico de que “Todo acto administrativo que sea perfecto 
y eficaz se presume legítimo”. Art 81 y 82 del Código Tributario Ecuatoriano. 
 
                                                 
5
 RIBADENEIRA VASQUEZ, Diego, MEMORIAS VI JORNADAS ECUATORIANAS DE DERECHO 
TRIBUTARIO, Cuenca – Ecuador 20-21 de Octubre de 2005, pág. 193. 
6
 RIBADENEIRA VASQUEZ, Diego, MEMORIAS VI JORNADAS ECUATORIANAS DE DERECHO 
TRIBUTARIO, Cuenca – Ecuador 20-21 de Octubre de 2005, pág. 194. 
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Tanto la presunción de legitimidad como la de legalidad de los actos administrativos, en este 
caso, de los emanados de la Administración Tributaria, solo podrán ser consideradas como un 
atributo sine qua non de ésta siempre y cuando vaya demostrando en cada acto la aplicación de 
estos principios. Así, José Luis Pérez de Ayala y Eusebio González expresan que: “la 
presunción de legalidad del obrar de la administración se resuelve ante cada acto 
administrativo tributario concreto en una cuestión de pura técnica jurídica, consistente en 
determinar qué actos son legalmente válidos y cuáles no. 
 
De suerte, que, siendo en el ámbito del Derecho Público la regla general la anulabilidad de los 
actos administrativos que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, parece 
coherente atribuir a la Administración el beneficio de una presunción que responde al normal 
desenvolvimiento de sus actuaciones, al tiempo que no desampara al administrado, toda vez 
que la Administración tendrá que probar el hecho base de la presunción mediante la aportación 
de la oportuna prueba en contrario.”7 
 
Con relación específicamente a los actos administrativos y no a los actos normativos de la 
administración podemos realizar las siguientes puntualizaciones: La legitimidad de la 
administración se da por su conformidad con el orden normativo en cuanto actúa, es decir, 
determina y liquida tributo, además de recaudarlos. En consecuencia, acto o procedimiento 
legítimos son aquello conformes a las normas. Los actos administrativos constitucionales son 
aquellos conformes con la Constitución. En este punto se puede resaltar como una novedad 
dentro de la legislación ecuatoriana, que a la fecha ya existen casos en que el Tribunal 
Constitucional ha conocido acciones de inconstitucionalidad contra los actos administrativos, 
incluso de naturaleza estrictamente tributaria. Los actos administrativos ilegales son aquellos 
que se han emitido con infracción de normas legales u otras de menor rango, por ejemplo, los 
reglamentos u ordenanzas de reglamentación. Los actos administrativos además, deben ser 
conformes con los hechos, lo contrario son: no tanto ilegítimos, o inconstitucionales o ilegales, 
cuanto injustos o inequitativos. 
                                                 
7
 PEREZ DE AYALA, José Luis y GONZALEZ, Eusebio, Curso de Derecho Tributario, Editorial de 




En este aspecto, nuestro Código Tributario R.O 536 de 18 de Marzo del 2002, en su Art. 82 
señala exclusivamente que: Los actos administrativos tributarios gozarán de las presunciones 
de legitimidad y ejecutoriedad y están llamados a cumplirse; pero serán ejecutivos, desde que 
se encuentren firmes o se hallen ejecutoriados. 
 
Con relación a la ejecutoriedad, este artículo sienta las bases para establecer que los actos 
administrativos emanados de la administración tributaria se ejecutarán sin el auxilio de ningún 
tercero y ahí precisamente radica para mí la importancia del ejercicio de la facultad revisora de 
la administración y la necesidad imperiosa de que sus actuaciones estén apegadas a Derecho, 
pues en este caso específico, ésta actúa como “juez y parte”. 
 
Por ello, a manera de conclusión debemos indicar que obviamente se presume la legitimidad y 
la legalidad, así como la ejecutoriedad de los actos administrativos tributarios y es al 
interesado a quien le corresponde desvanecerlas por la vía administrativa y/o contenciosa 
tributaria. 
 
Doctrinariamente existen diferentes formas de clasificar a los actos administrativos, pero 
según lo señala el tratadista Enrique Sayagués citado por Toscano Soria en su obra 
“Procedimientos Administrativos y Contenciosos en materia Tributaria”, estas diversas 
clasificaciones no son excluyentes sino complementarias. 
 
En el ámbito de la presente tesis, he considerado importante citar la siguiente clasificación de 
acto administrativo, que generalmente se desarrollan en el ámbito tributario con su respectiva 
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ejemplificación, que la realiza Toscano: “actos preparatorios, acto principal, actos 
complementarios, acto definitivo.”8 
 
Es también importante citar algunas de las especies en que clasifica al acto administrativo 
Secaira, que de cierta forma también ayudará al lector del presente trabajo investigativo a 
comprender la trascendencia del recurso de revisión. así, este Tratadista señala entre los 
principales: acto administrativo de ejecución, acto administrativo ejecutorio, acto 
administrativo válido, acto administrativo eficaz, acto administrativo perfecto, acto 
administrativo imperfecto, acto administrativo definitivo, acto administrativo firme, actos 
simples, actos complejos, actos externos, actos internos, actos de imperio y actos de gestión, 
actos de gobierno y de administración, actos discrecionales y reglados, con estos antecedentes 
bien cabe preguntarse si en materia tributaria es posible o no la existencia de actos 
discrecionales, bajo la perspectiva de que la gestión administrativa en esta materia es 
eminentemente reglada.”9 
 
Con relación a esta última interrogante planteada por Toscano, personalmente puedo señalar 
que si bien comparto con su posición inicial que permite señalar que los actos administrativos 
emanados de la administración tributaria central no pueden ser bajo ningún concepto 
discrecionales, por el principio constitucional básico referente a la seguridad jurídica versus la 
inseguridad jurídica que se produciría en el momento en que la administración tuviere la 
potestad de actuar facultativamente, en segunda instancia, no puedo estimar que este criterio lo 
relativice en la forma en que lo hace, a través de ciertos ejemplos. 
 
No obstante mi criterio, se puede citar lo que el profesor ecuatoriano Javier Robalino señala a 
este respecto: “(...) Podríamos decir que prima facie nos encontramos frente a una 
                                                 
8
 TOSCANO SORIA, Luis, Procesos administrativos y contenciosos en materia tributaria, Pudeleco 
Editores S.A., Febrero 2006, Quito Ecuador, pág. 78. 
9
 TOSCANO SORIA, Luis, Procesos administrativos y contenciosos en materia tributaria, Pudeleco 




contradicción. Por un lado sostenemos que la Constitución define los límites de la 
Administración Pública, y por otro lado, sostenemos que la Norma Suprema establece una 
estructura no exhaustiva de la Administración. Sin embargo, tal contradicción es solo 
aparente, y encuentra su explicación en el principio de legalidad. El principio de legalidad, es 
el que da la movilidad necesaria a la Administración y constituye el verdadero límite de su 
permanente transformación. (...)”10. 
 
En nuestro país encontramos ciertos ejemplos de lo dicho, es decir que hay algunos casos en 
los que la administración tributaria está obligada a cierta discrecionalidad. Por ejemplo, entre 
el 1 y 10% en retenciones, entre el 0.2 por mil y el 0.5 por mil en el impuesto predial urbano. 
 
2.2 NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
 
En nuestra legislación, señala que la notificación es “ un acto por el cual se hace saber a una 
persona natural o jurídica el contenido de un acto o resolución administrativa o el 
requerimiento de un funcionario competente de la administración en orden al cumplimiento de 
deberes formales” y que todo acto administrativo relacionado con la determinación de las 
obligaciones, así como las resoluciones que dicten las autoridades competentes, será 
notificado al contribuyente o a los peticionarios o a quienes pueden resultar directamente 
afectados por esas decisiones, por lo tanto cabe indicarse que “el acto de que se trate no será 
eficaz respecto a quien no se hubiere efectuado la notificación”, esto se encuentra estipulado 





                                                 
10
 ROBALINO ORELLANA, Javier, El marco constitucional del Derecho Administrativo en el Ecuador, 
V FORO IBEROAMERICANO DE DERECHO ADMINISTRATIVO, abril de 2006, pág. 193. 
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2.3 JURISDICCIÓN ADMINISTRATIVA TRIBUTARIA 
 
“La jurisdicción es un atributo público que tiene la Función Judicial para administrar justicia 
cuando ha sido vulnerado el derecho. La jurisdicción es, en consecuencia, un atributo derivado 
de la soberanía estatal, por tanto, es exclusivamente del Estado; a la soberanía le es inherente 
las tres grandes funciones: Legislativa, Ejecutiva y la Judicial, funciones que emanan 
directamente del Estado. La organización judicial, a más de ser una función propia del Estado, 
nace únicamente de la ley” 
 
LA POTESTAD TRIBUTARIA 
 
Dentro de la doctrina de la potestad tributaria, se considera a la misma desde dos puntos de 
vista: 
a) La acción del Estado como legislador; y, 
b) La acción del Estado como administrador. 
“En el primer sentido se habla de poder o potestad tributaria, refiriéndose al poder legislativo 
que corresponde al Estado, expresión, en último término, de su soberanía. En el segundo, se 
está aludiendo al poder o potestad de la Administración pública tendente a aplicar las normas 
tributarias.”11 
 
Basados en el razonamiento anterior, siguiendo al tratadista Micheli, “La potestad tributaria 
tiene, entre otros, los límites políticos, que parten de la constatación de que el efectivo 
ejercicio de la potestad tributaria de un país, puede chocar con la de otro, produciéndose 
interpartes una limitación o condicionamiento”.12 
 
Así, históricamente el poder de establecer tributos, el de acuñar moneda y el de declarar la 
guerra constituían tradicionalmente la forma de identificar la soberanía política, la cual la 
podemos identificar en estos días, precisamente en la potestad tributaria normativa. 
                                                 
11
 PEREZ DE AYALA, J.L, GONZALEZ, Eusebio, Curso de Derecho Tributario, Tomo I, Cuarta 
Edición, Editorial de Derecho Financiero, Madrid, 1986, pág. 144. 
12




Existen tratadistas que se pronuncian en el sentido de que “el poder tributario no 
Es sino el haz de facultades o potestades de que gozan los entes territoriales, representativos 
de intereses primarios, para establecer un sistema de ingresos.”13 
 
 
Por ello, se debe señalar que: “si el poder tributario se identifica con la manifestación en el 
terreno tributario del poder legislativo, la potestad normativa en materia tributaria equivale a 
la potestad reglamentaria. Es una potestad normativa, por medio de la cual los distintos entes 
territoriales desarrollan el contenido de las leyes y dictan actos normativos que pasan a 
integrarse también en el ordenamiento jurídico, formando parte de este. 
Esta potestad atribuida a la administración ha sido elaborada con mucho cuidado por la 
doctrina administrativista, que se ha encargado de precisar los caracteres que confluyen en el 
concepto de potestad y que son, básicamente, los siguientes: 
a) su origen se encuentra en la ley, no en relación jurídica alguna; 
b) tiene carácter genérico y va dirigida a una pluralidad de destinatarios; 
c) el ejercicio de esa potestad normativa no va dirigido a conseguir una pretensión concreta y 
determinada, sino que normalmente atribuye un haz de facultades a la administración, de 
cuyo ejercicio surgirán derechos y deberes; 
d) aquellos a quienes va referido el acto en que pueda concretarse la facultad normativa no se 
encuentran ante esta en una situación de deber, positivo o negativo, sino en una situación de 
sujeción o sometimiento, de una parte y, de otra, reciben un haz de situaciones activas 
respecto a la propia administración”14. 
 
 
Centrándonos en nuestro País, esta potestad normativa del Estado en el ámbito tributario la 
encontramos definida con nitidez en el Art. 135 de la Constitución Política de la República, 
                                                 
13
 QUERALT, Martín, citado por Amatucci Andrea, Tratado de Derecho Tributario, Tomo II, Editorial 
Temis, Bogotá, Colombia, 2001, página 148 
14
 QUERALT, Martín, citado por Amatucci Andrea, Tratado de Derecho Tributario, Tomo II, Editorial 
Temis, Bogotá, Colombia, 2001, página 151. 
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que dice: “...Solamente el Presidente de la República podrá presentar proyectos de ley 
mediante los cuales se creen, modifiquen o supriman impuestos...”. 
De esta disposición se establece en forma diáfana que en el ejercicio de la potestad normativa 
tributaria, el Estado tiene sus límites únicamente en la Carta Magna, especialmente en los 
principios que esta considera. El maestro italiano Gianinni afirma que “el impuesto no tiene 




Adicionalmente, de la norma citada podemos colegir que la potestad tributaria del 
Estado, como gobierno central, se reduce básicamente a los impuestos, ya que las tasas y 




García de Enterría dice por su parte que “a la potestad no corresponde ningún deber, sino una 
simple sujeción o sometimiento. El deber podrá surgir eventualmente de la relación jurídica 
que el ejercicio de la potestad no es capaz de crear, pero no del simple sometimiento a la 
potestad misma. No hay por ello, ante la potestad, un sujeto obligado, sino una situación 
pasiva de inercia, que implica un sometimiento a los efectos que la potestad puede crear en su 
ejercicio, la inexcusabilidad de soportar que tales efectos se produzcan y que por casualidad 
afecten a la esfera jurídica del sometido.”16  
 
 
Esto lo afirmo porque si partimos del planteamiento de que el único fundamento del tributo es 
el del poder de imperio del Estado, concluimos entonces en que se debe identificar 
particularmente al derecho tributario con el impuesto, desde sus postulados iniciales. En el 
impuesto, a diferencia de la tasa y de la contribución especial, se denota claramente esa 
relación de poder, la cual no es tan clara en los otros dos casos mencionados. En el caso de la 
                                                 
15
 GIANINI, A.D., Concetti Fondamentali del DirittoTtributario, Torino, Italia, 1956. 
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tasa y de la contribución especial, existe una interrelación entre el pago del tributo y la utilidad 
de dicho pago; esta particularidad no se presenta en el caso del impuesto. 
 
 
El maestro ecuatoriano Troya clarifica lo aseverado en el párrafo precedente al señalar que 
“...se considera como impuesto aquella prestación exigida por el Estado en virtud de su 
potestad de imperio, y que el contribuyente se ve obligado a pagar por encontrarse en el caso 
previsto por la disposición leal que consulta la existencia del tributo. La obligación tributaria 




En cuanto a las contribuciones especiales y las tasas, se puede indicar que las primeras no 
nacen sólo porque el sujeto pasivo se encuentre dentro del supuesto previsto en la norma 
tributaria, sino que será necesario que se produzca un provecho particular, diferente al de los 
demás ciudadanos. Respecto de las tasas, la obligación tributaria se genera porque el 
contribuyente ha recibido la prestación de un servicio público que lo aprovecha en forma 




Ratificando la importancia de la potestad tributaria, podemos afirmar que las bases del tributo 
tienen su puntal en el poder del imperio del Estado, no así en la capacidad económica de quien 
realiza dicho acto o hecho particular. Dentro de la amplia gama de prestaciones que existen en 
el derecho público, encuentran un punto de convergencia en el hecho de que todas –impuesto, 
tasa y contribución- son una manifestación del poder del Estado, fuera de esta particularidad, 
pierden cualquier comunión entre todas ellas. 
 
                                                 
17
 TROYA JARAMILLO, José Vicente, Estudios de Derecho Tributario, Serie Estudios Jurídicos, 
Volumen 1, Corporación Editora Nacional, 1984, pág. 33. 
18
 TROYA JARAMILLO, José Vicente, Estudios de Derecho Tributario, Serie Estudios Jurídicos, 




Debemos citar a algunos autores que consideran que el fundamento del tributo yace en el 
imperio del Estado, conscientes de que los principios no son vinculantes por sí mismos, estos 
principios son meros instrumentos de orientación y, por lo tanto, prescindibles, ya que carecen 
de vinculación directa de toda norma jurídica, quitándoles de esta forma la importancia a estos 
principios en cuanto a norma vigente como tal. 
 
 
Desde el punto de vista del ordenamiento jurídico ecuatoriano, la potestad tributaria ha sido 
tratado en el ámbito de nuestra Carta Magna, en cuyo Art. 141 numeral 3, respecto de la 
potestad tributaria o de creación, se le otorga al Congreso Nacional la facultad de “...Crear, 
modificar o suprimir tributos, sin perjuicio de las atribuciones que la Constitución confiere a 
los organismos del régimen seccional autónomo...”, concediéndose sin embargo, a los 
gobiernos seccionales una “porción de la potestad tributaria”19 con relación a las tasas y 
contribuciones especiales de mejoras. 
 
 
Nuestra legislación también prevé una participación compartida de la potestad tributaria, en el 
caso de ciertas instituciones públicas puedan fijar tasas por servicios, como por ejemplo lo 









                                                 
19
 TROYA JARAMILLO, José Vicente, El Nuevo Derecho Constitucional Ecuatoriano, Artículo Inédito, 
Quito, julio de 1998, pág. 1. 
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PRINCIPIOS TRIBUTARIOS EN LA CONSTITUCION 
 
PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD. 
 
Nuestra Constitución de la República al establecer  que debe priorizarse en el Régimen 
Tributario los impuestos progresivos, estableciendo por lo tanto que la fijación de los tributos 
se realizara tomando en consideración una tarifa gradual. 
 
Este principio proclama que conforme aumenta o mejora la capacidad económica de una 
persona,  debe de aumentarse de manera gradual, los gravámenes que debe pagar dicha 
persona por concepto de tributos. 
 
PRINCIPIO DE EFICIENCIA. 
 
Este principio tiene estrecha vinculación con el ámbito administrativo, se lo ha incluido con la 
finalidad de que sea obligación del Estado, el propiciar de que las Administraciones 
Tributarias sean eficientes, es decir que obtengan los mejores  resultados, con la utilización de 
menor cantidad de recursos. 
 
En cuanto a la optimización de los recursos nos referimos tanto al talento humano, como al 
tecnológico, pero para ello es indispensable de que exista un cambio de actitud en el 
contribuyente con el fin de evitar la inversión de ingentes recursos económicos con el fin de 
lograr la recaudación de los tributos, y más bien exista una cultura tributaria en la cual el pago 
de tributos nazca de manera espontánea del contribuyente, cumpliendo con lo determinado en 




¨Art. 83. Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio 
de otros previstos en la Constitución y la Ley: 
… 15. Cooperar con el Estado y la comunidad en la seguridad social y pagar los tributos 
establecidos por la ley…¨    
 
PRINCIPIO DE SIMPLICIDAD ADMINISTRATIVA. 
  
Este principio determina la obligatoriedad de las Administración Tributaria,  de brindar al 
contribuyente, las facilidades necesarias al momento de pagar sus obligaciones tributarias; la 
Administración Tributaria para el cumplimiento de este principio ha venido innovando los 
sistemas de Tributación con la finalidad de  propiciar al contribuyente un  ahorro de recursos y 
sobre todo de tiempo, una muestra de ello es que se eliminó la declaración física por la 
declaración electrónica, evitándose la compra de formularios.  
 
Otro ejemplo palpable es la implementación de un nuevo sistema de recaudación denominado 
RISE (Régimen Impositivo Simplificado Ecuatoriano), régimen de incorporación voluntaria, 
que reemplaza el pago del IVA y del Impuesto a la Renta a través de cuotas mensuales y tiene 
por objeto mejorar la cultura tributaria en el país, a través de este régimen se ha incluido a 







PRINCIPIO DE EQUIDAD. 
 
La aplicación de este principio tiene como finalidad que la obligación tributaria se realice de 
forma justa y equilibrada entre todos los ciudadanos, acorde con su capacidad económica. 
 
La Equidad se presenta ante la imparcialidad existente a la hora de exigir el pago de la 
obligación tributaria, por la forma y proceso jurídico por el cual se resuelven los incidentes 
propuestos sea por la vía administrativa o judicial. 
  
 PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA. 
 
 Dando estricto cumplimiento a este principio el Estado y por ende la Administración 
Tributaria, tendrá como obligación el hacer asequible y publica la información sobre su 
gestión, entendiendo como tal  a la información que hace relación a su gestión, mas no hacer 
pública la información de los contribuyentes. 
  
En este punto vale realizar un análisis de algunos enunciados constitucionales como: 
  
¨Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin 
perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley: 
… 11.  Asumir las funciones públicas como un servicio a la colectividad y rendir cuentas a la 




¨Art. 100.- En todos los niveles de gobierno se conformarán instancias de participación 
integradas por autoridades electas, representantes del régimen dependiente y representantes 
de la sociedad del ámbito territorial de cada nivel de gobierno, que funcionarán regidas por 
principios democráticos. La participación en estas instancias se ejerce para: 
… 4.  Fortalecer la democracia con mecanismos permanentes de transparencia, rendición de 
cuentas y control social…¨[6] 
  
PRINCIPIO DE SUFICIENCIA RECAUDATORIA. 
 
 Este principio está orientado a que el Estado o Administración Tributaria debe tener en cuenta 
siempre que la recaudación de tributos será suficiente para el financiamiento del presupuesto o 
gasto público. 
  
Al referirnos a la de suficiencia recaudatoria cabe hacer un pequeño análisis, al existir una 
cultura tributaria en los contribuyentes, incrementando los niveles de recaudación, como un 
compromiso moral y social y mas no como un mecanismo coercitivo de recaudación, solo ahí 
podríamos decir que se ha cumplido con este principio lo que se revertiría a los habitantes, en 
la dotación de servicios de educación, vivienda, salud, vialidad, etc. 
 
PRINCIPIO DE GENERALIDAD 
 
La generalidad determina que, cualquier persona cuya situación coincida con los elementos 
contenidos en el hecho generador señalado en la norma, debe ser sujeto pasivo del impuesto. 
Por el principio de generalidad las leyes tributarias tienen que ser generales y abstractas y no 
referirse a determinadas personas o grupos de personas, sea concediéndoles beneficios, 




El principio de generalidad es considerado como un precepto que el legislador está obligado a 
aplicarlo, pues su vigencia y validez provienen de una ley con jerarquía superior que obliga 
imperativamente, por lo cual no pueden ser ignorados. 
 
PRINCIPIO DE IGUALDAD 
 
 
En materia tributaria el principio de igualdad es uno de los pilares más importantes sobre los 
que se asienta nuestro régimen tributario y por tanto debe considerarse este principio, elevado 
él rango de disposición constitucional, en su real dimensión. 
Entendida en el sentido que todos los ciudadanos ecuatorianos son iguales ante la ley, 
concepto que no se aplica exclusivamente al plano individual, sino que se extiende a la base de 
las cargas que se imponen. 
En consecuencia no pueden concederse beneficios, exenciones ni tampoco imponerse 
gravámenes por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, filiación política o de cualquier 
otra índole, origen social o posición económica o nacimiento. 
La igualdad en tanto se asimila a la identidad de sacrificio que corresponde a cada ciudadano 
en cuanto al aporte económico para la subsistencia del estado y con relación a la capacidad 
contributiva. 
En este punto nos encaminaremos a realizar un análisis somero del principio de igualdad pero 
enfocándolo no sólo desde una manera meramente doctrinal, sino, con que procuro enfatizar 
en los aspectos aplicativos y las consecuencias de dicho principio dentro del aspecto tributario, 
relacionándolo con el recurso de revisión. 
 
Si nos remontamos a los orígenes de este principio, podemos encontrarnos que tiene inicios 
políticos, surgidos luego de la Revolución Francesa, los cuales se basaron en el hecho de 
poner término a los privilegios derivados de las estructuras sociales clásicas, ponderando la 




De ahí que ciertos tratadistas estiman que este principio ha tenido un desarrollo desordenado, 
como lo afirma Ernesto Lejeune, quien determina que este origen revolucionario abarca “...la 
razón por la cual el principio de igualdad surge y se aplica inicialmente con sus fuertes dosis 
de rigidez y formalismo. Distinta hubiera sido, sin duda, su implantación si esta hubiera sido 
el fruto de una evolución pacífica, ordenada y racional del pensamiento jurídico anterior...”20 
 
 
En el caso del derecho tributario, el principio de igualdad, dentro de este desarrollo histórico, 
tiene dos connotaciones: 
1. La paridad de tratamiento y sometimiento de todos los ciudadanos en base a la igualdad de 
los mismos ante la ley, y la no excepcionalidad ni discrimen de tributo por razones de 
nacimiento, clase, religión, raza o sexo. 
2. “La igualdad supone también el criterio de medida o cuantificación de las obligaciones 
tributarias.”21 
3. Los principios de generalidad o universalidad y de capacidad contributiva, explican dentro 
del derecho tributario este doble significado, en ambos, aunque relacionados entre sí, se aclara 
que el principio de capacidad contributiva es previo al principio de igualdad. 
 
Dentro del contexto indicado, no se puede afirmar terminantemente que todos están obligados 
a tributar sin antes también afirmar que todos sin excepción tienen capacidad contributiva; lo 
cual no es necesariamente siempre cierto. Por lo tanto, la correcta aplicación de este principio 
solo puede ser entendida en la medida en que se lo haga a todos quienes tienen capacidad 
contributiva. 
 
Entonces el principio de igualdad en la ley ya está reglado, pero lo que se debe perseguir es la 
igualdad de hecho, en base no sólo al cumplimiento de los objetivos mencionados, sino 
también poniendo en marcha todo un andamiaje administrativo en los organismos tanto del 
SRI como de la CAE, en el caso que nos encontramos analizando, para que, en el momento de 
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emitir un acto administrativo o de revisar sus actuaciones, como administración tributaria 
central, prime este principio en la relación contribuyente administración. 
 
 
Por otro lado, podemos apreciar que el principio de igualdad también está directamente 
relacionado con el principio de generalidad, los cuales tienden a que la ley tributaria dé 
idéntico tratamiento a los sujetos pasivos que se encuentren en equivalentes situaciones, 
aunque permitiendo su categorización en diferentes grupos. La Corte Suprema Argentina, 
señala Giuliani Fonrouge citado por Troya
22
, “admite como constitucionales: el impuesto 
progresivo; las diferencias entre ausentes y presentes en cuanto a la imposición; los 
gravámenes especiales a los latifundios...”. 
 
 
“La igualdad comporta la prohibición de impuestos de clase, la no oposición a exenciones o 
bonificaciones tributarias, la repartición de la cara con arreglo a la potencia económica de 




El Código Tributario Ecuatoriano dispone la aplicación de este principio de igualdad, en actos 
tan importantes para la administración como es la determinación, estableciendo inclusive en el 
último inciso del Art. 91: “(...) En cualquier caso la administración tributaria deberá respetar 




La igualdad tributaria, también conocida como uniformidad, así como tiene relación directa 
con el principio de generalidad, está íntimamente ligada al principio de capacidad contributiva, 
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Volumen 1, Corporación Editora Nacional, 1984, pág. 143. 
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-como ya dijimos anteriormente- lo cual se hace lógico si aplicamos el razonamiento de que al 
contribuyente se le deben aplicar los tributos de conformidad con su posibilidad de pago. En 
este punto, tiene entonces trascendental importancia el criterio del legislador quien deberá 
respecto de la medida que servirá para apreciar el hecho de que a un contribuyente se le 
aplique o no determinado tributo. 
 
 
En este sentido, el tratadista Héctor Villegas dice: “en un aspecto objetivo el principio supone 
la existencia de una riqueza en una manifestación directa o indirecta; afirma que 





Con relación al principio de capacidad contributiva existen criterios diversos respecto a su 
validez jurídica dentro del campo legal, puesto que sus detractores consideran a este principio 
como impreciso y subjetivo, ya que sus parámetros no pueden ser definidos con exactitud. 
 
 
De lo dicho creemos que resulta clara la forma en que la igualdad ha evolucionado, como la 
concebimos a la fecha, unificando la visión de igualdad ante la ley con la igualdad de hecho. 
 
 
La obligación de buscar la igualdad de hecho, no sólo implica que el ordenamiento cuente con 
mecanismos específicos para la consecución de este fin, sino adicionalmente a que se recurra a 
la utilización de otras instituciones jurídicas (como por ejemplo el tributo o recursos 
administrativos), que aunque su concepción haya sido en función de otros fines, se presenten 
adecuadas para alcanzar los propósitos que toda Carta Magna trae implícitos. 
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 VILLEGAS, Héctor, Curso de Finanzas, Derecho Financiero y Tributario, Editorial De Palma, 
Buenos Aires, pág. 91. 
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PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. 
 
Este principio es fundamental dentro del sistema tributario, porque se hace efectivo un 
concepto que es parte de la vida social, la solidaridad, y en ese sentido la ley debe incidir de 
alguna forma en la capacidad económica de los ciudadanos, lo que significa que la fracción del 
impuesto a pagarse aumenta en proporción a que aumenta sus ingresos. 
 
PRINCIPIO DE NO CONFISCACIÓN 
 
La Constitución de la República del Ecuador, garantiza la Inviolabilidad del patrimonio de los 
ciudadanos y prohíbe toda forma de confiscación, pero además, considera que las leyes 
tributarias deben estimular la inversión, reinversión, el ahorro y su empleo para el desarrollo 
nacional, procurando una justa distribución de las rentas y las riquezas entre los habitantes del 
país.  
 
PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD 
 
En materia tributaria este principio tiene dos aplicaciones: 
 
 En primer lugar desde un punto de vista general, las leyes tributarias, sus reglamentos y 
circulares de carácter general rigen exclusivamente para el futuro. 
 En segundo lugar, las normas tributarias penales (las que se refieren a delitos, 
contravenciones y faltas reglamentarias de carácter tributario) rigen también para el futuro, 
pero excepcionalmente tendrán efecto retroactivo si son más favorables y aun cuando haya 
sentencia condenatoria. Estas serían: las que suprimen infracciones, establecen sanciones más 
benignas o términos de prescripción más breves. 
 
De manera general, las leyes tributarias, sus reglamentos y circulares de carácter obligatorio 
general rigen exclusivamente para lo venidero o el futuro. El Código Tributario en su Art. 11 
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establece que regirán desde el día siguiente al de su publicación en el registro oficial, sin 
embargo pueden también señalarse una fecha posterior a la de la publicación. Las leyes que se 
refieren a tributos cuya determinación o liquidación deba realizarse por períodos anuales, por 
Ejem: El impuesto a la renta, son aplicables desde el primer día del siguiente año calendario; y 
si a determinación o liquidación se realiza por períodos menores, se aplicarán desde el primer 
día del mes siguiente. 
 
PRINCIPIO DE TERRITORIALIDAD 
 
Pese a que no esté contemplado dentro de nuestro Código Tributario, se entiende en sentido 
general que este al igual que las demás leyes tributarias rige en todo el territorio del estado. 
  
La territorialidad implica que la obligación nace, cuando los impuestos generadores de tributos 
se producen dentro de las fronteras de un país o región, con independencia de la nacionalidad, 
domicilio o residencia de los sujetos pasivos o del lugar en el que se haya verificado la 
actividad generadora. 
 
También se establecen las garantías de las partes que intervienen en el proceso y orientan su 
desarrollo y conformación. Contribuyendo a dirigir y dar forma a los trámites en las distintas 
etapas del juicio, entre los principales se destacan los siguientes: 
 
Principio Dispositivo 
Principio de bilateralidad o contradicción 
Principio de igualdad de las partes 
Principio de preclusión 
Principio de inmediación 
Principio de Economía Procesal 
Principio de legalidad de las formas. 
Principio de Publicidad 
Principio de adquisición 
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Principio de la Verdad Material y Formal. 
Principio de Congruencia 
 
2.4 PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
 
Comprende las normas reguladoras para la actuación ante los organismos jurisdiccionales, ya 
sean civiles, laborables, penales, contenciosos y administrativos 
En materia impositiva existen dos caminos a través de los cuales el contribuyente, responsable 
o terceros, pueden dirigirse a la autoridad correspondiente ya sea para formular reclamaciones, 
consultas o plantear recursos administrativos e inclusive ejercer acciones contenciosas 
litigiosas en contra del sujeto activo. Estas dos vías son la administrativa y la contenciosa. 
La vía administrativa: consiste en acudir ante la Autoridad de la Administración Tributaria, de 
la cual emanó el acto, a fin de presentarle reclamaciones, consultas y hasta recursos contra las 
decisiones que emita. 
La vía contenciosa: en caso de admitir solo una parte, sirve de elementos de juicio para la 
sentencia (vía contenciosa) en caso de negar íntegramente el reclamo, esta resolución no surte 
efecto alguno, siempre y cuando sea impugnado en el tiempo que la ley prevé. 
 
2.5 COMPETENCIA  
 
La competencia administrativa tributaria es la potestad que otorga la ley a determinada 
autoridad o institución, para conocer y resolver asuntos de carácter tributario. La competencia 
administrativa tributaria la ejercen las autoridades administrativas, por mandato de la ley. 
La competencia administrativa en materia tributaria es irrenunciable. Cuando la ley no ha 
especificado la autoridad que debe resolver, lo hará quien ordinariamente tenga competencia 




2.6 INDETERMINACIÓN DE LA COMPETENCIA 
 
Cuando una autoridad Administrativa Tributaria se considere incompetente para conocer algún 
reclamo, petición, consulta o recurso, tiene que declararlo dentro de tres días y remitirlo en 
igual plazo a la autoridad que sea competente, siempre y cuando ésta pertenezca a la misma 
Administración Tributaria, de lo contrario devolverá la petición al interesado con la 
providencia respectiva. 
 
2.7 SUSTITUCIÓN Y DELEGACIÓN DE LA COMPETENCIA 
 
Los conflictos de competencia entre autoridades de una misma Administración Tributaria 
serán resueltos por el superior jerárquico de los dos, en caso que el conflicto sea entre dos o 
más administraciones distintas, los resolverá el Contencioso Tributario. 
Los procedimientos en la vía administrativa son tres: Reclamaciones. Recursos. Consultas. 
 
2.8 RECLAMO ADMINISTRATIVO 
 
Reclamos administrativos son aquellos en lo que los contribuyentes, responsables o terceros, 
dan a conocer las respectivas Administraciones Tributarias su inconformidad con un acto o 
resolución de tipo tributario que lesiona sus derechos, a fin de que el acto o resolución sean 
reformados. 
 
De acuerdo a los tipos de reclamos los que se refieren a determinaciones tributarias efectuadas 
mediante actas de fiscalización, determinación, liquidaciones. 
Por verificación de una declaración. 
Anulación o rectificación de títulos de crédito 
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Pago indebido o en exceso de impuestos 
Los relativos a contravenciones y faltas reglamentarias 
Otros requerimientos en materia impositiva. 
 
2.9 EL RECLAMO DEBERÁ CONTENER 
 
La reclamación se presentara por escrito y contendrá: 
La designación de la autoridad administrativa ante quien se formula el reclamo. 
Los nombres y apellidos del compareciente, el derecho por el que se hace, el número de la 
cédula de identidad o del Registro único de contribuyentes. 
La indicación de su domicilio permanente y del lugar en que recibirá notificaciones. 
Mención del acto administrativo objeto del reclamo y la expresión de los fundamentos de 
hecho y de derecho en que se apoya, expuesto clara y sucintamente. 
La petición o pretensión concreta que se formule; y, 
La firma del compareciente, representante o procurador y la del Abogado que lo patrocine. 
 
La sustanciación del reclamo en principio es de oficio, es decir la autoridad por mandato de la 
ley debe resolver el reclamo, igualmente tiene la obligación de impulsar por su propia 
iniciativa todo lo que estime necesario a fin de llegar a la verdad y poder dictar la respectiva 
resolución; todo esto sin perjuicio de atender oportunamente las peticiones de los interesados. 
 
La autoridad administrativa correspondiente procederá a calificar el reclamo correspondiente, 




En caso de que el reclamante lo solicitare o la autoridad lo crea necesario para el 
esclarecimiento de los hechos se concederá un plazo probatorio de acuerdo a la importancia o 
complejidad del hecho pero en ningún caso podrá excederse de treinta días. 
 
En el procedimiento administrativo son admisibles todos los medios de prueba, excepto la 
confesión de funcionarios y empleados públicos. 
 
En los casos que la autoridad administrativa que conoce de un asunto lo estime conveniente y 
a su juicio fueren necesario podrá señalar día y hora para la realización de una audiencia, en la 
que el interesado alegue en su defensa o esclarezcan puntos materia de la reclamación. 
 
Pasado todo el trámite la autoridad competente dictará su resolución, que será dentro de un 
plazo máximo de ciento veinte días, contados desde el día hábil siguiente de la presentación 
del reclamo o la aclaración o ampliación que disponga la autoridad administrativa. Para que 
los actos susceptibles de impugnación se deban presentar un recurso, es necesario que exista 
una resolución concreta y no una simple expectativa. Para que un recurso surta efecto debe ser 
presentado oportunamente, es decir dentro de los plazos que la ley señala para caso. Por tanto 
cabe e interponer recursos sobre actos firmes de la administración.  
 
Las Resoluciones Administrativas emanadas de la Autoridad Tributaria son susceptibles de los 
siguientes recursos, en la vía administrativa: 
 
- Recurso de Revisión. 




A fin de evitar que la Administración Tributaria se exceda en el ejercicio de las facultades 
concedidas, perjudicando al sujeto pasivo de la relación tributaria. Tomando en cuenta que 
sobre los Recursos Administrativos se han ensayado varias definiciones, podemos citar el 
concepto que nos da la doctrina sobre los recursos en general, señalando que: “Recurso es, en 
sentido general, acudir ante el juez o jueza u otra autoridad, con alguna demanda o petición, 
para que sea resuelta; es también acogerse al favor de alguien o emplear medios no comunes 
para el logro de una finalidad.”25 El tratadista Georges Vedel afirma que “en el sentido más 
general, un recurso es una vía de Derecho que permite obtener una decisión conforme a 
Derecho”.26 
 
Por su parte, Agustín Gordillo define al recurso administrativo como “los remedios o medios 
de protección al alcance del administrado para Impugnar los Actos Administrativos que lo 
afectan, y en general para defender sus derechos respecto de la Administración Pública”.27 
 
Dentro de este tema se debe partir de la premisa que la naturaleza jurídica del Recurso 
Administrativo radica en que éste es “un derecho de los individuos, que integra su Garantía 
Constitucional a la defensa”.28 
 
Para entender mejor la naturaleza jurídica del Recurso Administrativo, podemos hacer un 
paralelismo y diferenciación entre lo que es una acción administrativa y un Recurso 
Administrativo, señalando lo que al respecto nos indica Roberto Dromi, que establece que 
“las acciones se integran al denominado proceso administrativo de carácter judicial, en tanto 
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que, en principio, los recursos son parte del llamado Procedimiento Administrativo de 
carácter administrativo.”29 
 
Por lo dicho, podemos resumir las diferencias entre acción procesal Administrativa y Recurso 
Administrativo en los siguientes puntos: 
 
La autoridad que tiene a su cargo resolver un Recurso Administrativo es la administrativa, 
mientras que en las acciones procesales, quien tiene a su cargo esta decisión es un Órgano 
Judicial que actúa como tercero no involucrado entre las partes procesales. 
 
La forma jurídica que adopta la resolución de los Recursos Administrativos es justamente la 
de acto administrativo, en cambio, que las decisiones emanadas de los Órganos Judiciales, 
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2.10 JERARQUÍA LEGAL PIRAMIDAL 
ART. 425 Constitución de la República del Ecuador 
R.O 20-octubre -2008 
 





 2.11  ORIGEN Y ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA ACCIÓN DE COACTIVA 
 
Coactiva deviene del latín coactus, que significa impulso, ejercer acción. El Diccionario 
Jurídico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas la define como “con fuerza para 
apremiar u obligar. Eficaz para forzar o intimidar. (v. Acceso coactivo, Ley coactiva). Ley 
coactiva.- La expresión es un tanto redundante, por cuanto la ley, fórmula antonomástica del 
Derecho, lleva como acompañamiento necesario, por la tácita incluso, la coacción; porque 
las normas jurídicas se establecen para cumplirlas con espontaneidad cuando existe 
conciencia política o ciudadana, y por las malas cuando se omiten, se resisten o se infringen, 
y las invoca al particular a quién benefician o la autoridad que debe velar por que se 
cumplan. Sin embargo, por ley coactiva se entiende comúnmente cualquiera ley de orden 
público”. 
  
Hemos notado que se habla e incluso se escribe sobre “jurisdicción coactiva”, siendo lo 
correcto “acción coactiva” o “procedimiento coactivo”, pues, la jurisdicción es el poder de 
administrar justicia, otorgada a los tribunales y juzgados, conforme lo prescribe el Art. 1 del 
Código de Procedimiento Civil.  
 
El Código de Procedimiento Civil en el Art. 1 indica que la jurisdicción es, el poder de 
administrar justicia, consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en 
una materia determinada, potestad que corresponde a los tribunales y jueces establecidos por 
las leyes. Competencia es la medida dentro de la cual la referida potestad está distribuida entre 
los diversos tribunales y juzgados, por razón del territorio, de la materia, de las personas y de 
los grados. 
 
Siendo del caso que, las Municipalidades e incluso aquellas entidades facultadas, ejercen la 
acción coactiva con el objeto de recuperar la cartera vencida con ocasión del no pago por parte 
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de sus contribuyentes, dentro de los plazos legales, conforme lo prescriben los Arts. 157 y 158 
del  Código Tributario.  
 
Hasta antes del 24 de noviembre del 2011, en que entró en vigencia la “Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los ingresos del Estado”, en los procesos coactivos –los cuales 
tienen por objeto el cobro rápido de lo que se le adeuda al Estado y a sus instituciones- que se 
inician con la orden de cobro de la autoridad competente, para lo cual basta que la deuda sea 
líquida, determinada y de plazo vencido, cuando lo hubiere, luego de que el recaudador le 
ordenará al deudor o fiador que pague o que dimita bienes dentro de tres días de notificada la 
resolución, y de apercibírselo que de no hacerlo se embargarían bienes equivalentes a la 
deuda, intereses y costas, si el demandado se excepcionaba alegando la falsedad del título 
emitido o la prescripción del mismo, este no tenía que consignar valor alguno para evitar el 
remate de sus bienes, pero a partir de la indicada fecha, “para que el trámite de las 
excepciones suspenda la ejecución coactiva, será necesaria la consignación de la cantidad a 
que asciende la deuda, sus intereses y costas, aun en el caso de que dichas excepciones 
propuestas versaren sobre notificación de documentos o sobre prescripción de la acción”. Lo 
que es peor, para el cobro de las acreencias del Estado, se establece que en las demandas o 
juicios de excepciones presentados con anterioridad a la vigencia de esta reforma, se da un 
plazo improrrogable de diez días para que los deudores, sus herederos, fiadores o más 
obligados, cumplan con consignar el valor correspondiente, sin que en ningún caso, esta 
disposición sea motivo para declarar nulidad procesal, presentar recurso o acción alguna. 
Cumplido este plazo, sin que se hubiere efectuado la consignación, se les otorga a los Jueces 
que conocen del juicio, el término de 24 horas improrrogables para ordenar la conclusión y 
archivo del proceso. El juez que no cumpliere con esta perentoria orden será inmediatamente 
destituido de sus funciones. Esa disposición atenta contra el principio universal de la no 
retroactividad de la Ley (la ley no dispone sino para lo venidero: no tiene efecto retroactivo), y 
se aplica también en el campo tributario, donde no había que invocar la prescripción, pues esta 
era de pleno derecho (ahora pueden iniciarse juicios coactivos contra obligaciones prescritas), 
pero para evitar que se rematen los bienes, actualmente es necesario consignar el valor 
correspondiente a la deuda, intereses y costas. Ejemplo: Si usted hace meses planteó un juicio 
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de excepciones en un procedimiento coactivo tributario para evitar el cobro de 4 millones de 
dólares, para lo cual no tuvo que consignar valor alguno, ahora tiene que consignar esos 4 
millones de dólares en el plazo de diez días, caso contrario el juicio se declara concluido y 
archivado, y si el Juez o jueza no  cumple esta disposición será destituido.  
 
Además de esta disposición, existen casuísticas especiales y particulares del ejercicio de la 
acción coactiva en las Municipalidades: 
 
Cuando la Municipalidad ejecuta obras de desvío de la dirección del canal de desagüe de las 
aguas lluvias o servidas en edificios, estos gastos corren de cuenta del obligado, reclamando su 
valor más el veinte por ciento mediante la acción coactiva. 
  
Vencido el año fiscal, el impuesto predial urbano, se cobrará por la vía coactiva, debiendo 
considerar si los títulos de crédito se expiden después del mes de julio, los intereses de mora y 
las multas, corren desde esta fecha. 
 
El pago del impuesto predial rural puede hacerse en dos dividendos: el primero hasta el 
primero de marzo; y, el segundo, hasta el primero de septiembre. Vencidos dos meses a 
contarse desde la fecha en que debió pagarse el respectivo dividendo, se lo cobrará vía 
coactiva.
 
 Art. 338 de la LORTI. 
 
La persona que paga el tributo (impuesto predial rural) debido por el propietario, puede 




Cuando el comprador pagare el impuesto a las utilidades, puede requerir a la Municipalidad 
inicie la acción coactiva al vendedor, a fin de recuperar lo pagado. 
 
El cobro de las contribuciones especiales de mejoras resulta exigible por la vía coactiva, de 
acuerdo con la ley y la ordenanza expedida por el Concejo Municipal.
 
 Art. 422 de la LORTI 
 
Estos son aquellos casos específicos y especiales contenidos en la derogada Ley Orgánica de 
Régimen Municipal que facultan a las Municipalidades ejercer la acción coactiva.  
 
Ahora bien, concentrémonos en el procedimiento coactivo en las Municipalidades, que resulta 
en la práctica complicado, pues la presión de la ciudadanía y el voto electoral miden mucho a 
la hora de la verdad. Refirámonos a la última ley expedida por antiguo  Congreso Nacional, 
denominada “Ley de Condonación de Tributos, Intereses de Mora y Multas por Obligaciones 
Tributarias Pendientes de Pago con la Ilustre Municipalidad del Cantón Cuenca y sus 
Empresas Municipales”, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 181 de 1 de 
octubre de 2007, que faculta también a las demás Municipalidades condonar obligaciones 
tributarias.  
 
De esta manera las Municipalidades del País tuvieron la oportunidad de depurar su cartera 
vencida, condonando obligaciones tributarias de cualquier naturaleza, sean estos tributos, 
intereses, multas, impuestos, tasas o contribuciones especiales o de mejoras. Inquieta un 
pronunciamiento vertido por el Procurador General del Estado en una consulta absuelta al 
Municipio de Rumiñahui, haciendo prevalecer la Ley Orgánica de Régimen Municipal frente a 
la Ley de Condonación de Tributos, Intereses de Mora y Multas por Obligaciones Tributarias 
Pendientes de Pago con la Ilustre Municipalidad del Cantón Cuenca y sus Empresas 
Municipales, en virtud de lo dispuesto en el Art. 272 de la Constitución de 1998 vigente a ese 
entonces. La prevalencia de la prohibición del Concejo de perdonar obligaciones constituidas 
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CONSULTA: Si dicha Municipalidad puede acogerse a la disposición general de la Ley de 
Condonación de Tributos, Intereses de Mora y Multas por Obligaciones Tributarias Pendientes 
de Pago con la Ilustre Municipalidad del Cantón Cuenca y sus empresas municipales; y, si 
mediante la expedición de una ordenanza tributaria puede condonar obligaciones tributarias de 
cualquier naturaleza, sin perjuicio de la prohibición del Art. 64 número 9 de la Ley Orgánica 
de Régimen Municipal. 
 
PRONUNCIAMIENTO: Los municipios en ejercicio de su autonomía y de su facultad 
legislativa pueden crear, modificar y suprimir tasas y contribuciones especiales de mejoras, 
pero no están facultados para condonar o remitir obligaciones tributarias generadas a su favor, 
y creadas por la ley. 
 
De conformidad con el ordenamiento jurídico ecuatoriano consagrado en el Art. 272 de la 
Constitución Política de la República, las disposiciones de la Ley Orgánica de Régimen 
Municipal por su carácter de orgánica prevalecen sobre una ley ordinaria, en la especie la Ley 
de Condonación de Tributos, Intereses de Mora y Multas por Obligaciones Tributarias 
Pendientes de Pago con la Ilustre Municipalidad del Cantón Cuenca y sus empresas 
municipales, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 181 de 1 de octubre del 
2007. 
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Considerando el plazo de duración de la referida ley, la Asamblea Constituyente introduce la 
disposición transitoria octava en la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del Ecuador, 
permitiendo que mediante resolución, el Director del Servicio de Rentas Internas, el Alcalde, 
el Prefecto y las máximas autoridades de la administración tributaria de excepción, puedan dar 
de baja los títulos de crédito, liquidaciones, resoluciones, actas de determinación y demás 
documentos contentivos de obligaciones tributarias, incluidas en ellas el tributo, intereses y 
multas, que sumados por cada contribuyente no superen un salario básico unificado del 
trabajador de ese entonces que era  en general ($ 170,00) El 27 de diciembre de 2007, el Ab. 
Antonio Gagliardo Valarezo, Ministro de Trabajo y Empleo,  expide el Acuerdo Ministerial 
No. 189, publicado en Suplemento del Registro Oficial No. 242 de 29 de diciembre de 2007, 
estableciendo un incremento al sueldo o salario básico unificado del trabajador en general, 
vigente a partir del 1 de enero de 2008. Razón por la cual debe considerarse los $ 170,00, y no 
los $ 200,00.
 
Y que se encuentren prescritos o en mora de pago por un año o más, háyase 
iniciado o no acción coactiva. 
 
OCTAVA DISPOSICIÓN TRANSITORIA: El Director General del Servicio de Rentas 
Internas, en la administración tributaria central y, de modo facultativo, prefectos provinciales 
y alcaldes, en su caso, en la administración tributaria seccional y las máximas autoridades de 
la administración tributaria de excepción, mediante resolución, darán de baja los títulos de 
crédito, liquidaciones, resoluciones, actas de determinación y demás documentos contentivos 
de obligaciones tributarias de la presente y que se encuentren prescritos o en mora de pago por 
un año o más, háyase iniciado o no acción coactiva.  
 
Basados en esta disposición, el Director General del Servicio de Rentas Internas expide la 
Resolución No. NAC-DGER2008-0180 de 21 de febrero de 2008, publicada en el Suplemento 
del Registro Oficial No. 331 de 7 de mayo de 2008, resolvió aplicar la disposición transitoria 
octava de la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del Ecuador, conteniendo en dos 
tomos el listado de los beneficiarios acorde a la norma antes referida. Para el caso de las 
Municipalidades, al ser facultativa la decisión por parte del Alcalde, resultaría necesario 
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analizar cuidadosamente la aplicación y ejecución de esta disposición, requiriendo de informe 
técnico y jurídico que respalden dicha decisión. Podría pensarse que, lo dispuesto en la 
primera disposición general de la ley antes mencionada y por razones de competencia, 
prevalecería la disposición transitoria octava frente al Art. 64 numeral 9 de la derogada  Ley 
Orgánica de Régimen Municipal.  
 
PRIMERA DISPOSICION FINAL: La presente Ley entrará en vigencia a partir del día 
siguiente a su publicación en el Registro Oficial y prevalecerá sobre toda norma que se le 
oponga.  
 
Si bien este análisis nos ha hecho distraer del punto de partida. Lo primero a examinar en el 
procedimiento de acción coactiva, es determinar la naturaleza de una obligación en la 
Municipalidad; si se trata de una obligación tributaria debemos seguir el procedimiento 
establecido en el Código Orgánico Tributario, mientras que si se trata de una obligación no 
tributaria, debemos remitirnos al Código de Procedimiento Civil. 
 
En una consulta absuelta por el Procurador General del Estado, en su parte pertinente dice: 
“… Si se tratase de un crédito tributario o de una obligación de carácter tributaria, como la 
del pago de una tasa o de una contribución especial, comprendidos sus intereses, multas u 
otros recargos, en esos casos deberá observarse las disposiciones del Código Tributario 
sobre la ejecución coactiva, en tanto que para todos los demás tipos de obligaciones se 
deberán observar las disposiciones generales del Código de Procedimiento Civil.  , que el 
Código Adjetivo antes citado, tiene el carácter de norma supletoria inclusive con respecto del 
Código Tributario, en todo aquello que no hubiere contemplado aquél. Oficio de la PGE. 




Al tratarse del primer caso, motivo de estudio del presente trabajo, debemos analizar que el 
título de crédito contenga los requisitos establecidos en el Art. 150 del Código Orgánico 
Tributario -a fin de no causar su nulidad de acuerdo a la jurisprudencia que adjunto 
Jurisprudencia 25-III-85, Boletín No. 50, p. 264. “En cuanto a la alegación de `nulidad del 
título de crédito No. 42-95066, tanto por contener una obligación prescrita cuanto por haber 
sido emitida intempestivamente, es decir, antes de que la Resolución No. 12623, en que se 
fundamenta nos haya sido notificada`, como textualmente dice la segunda parte de la letra c) 
del escrito de fojas 9 y 10, es necesario tener en cuenta: Los requisitos para la validez de los 
títulos de crédito están expresamente contemplados en el Art. 151 del Código Tributario, cuyo 
inciso final textualmente dice: `La falta de algunos de los requisitos establecidos en este 
artículo, excepto el señalado en el numeral 6, causará la nulidad del Título de Crédito`. De 
esta manera que las causas de nulidad de un título de crédito son expresas y entre ellas no 
figuran las invocadas por el contribuyente, sin que al Tribunal Fiscal le sea permitido 
declarar nulidades por otras causas que las contempladas en la Ley” con la única excepción 
de indicar la fecha desde la cual se cobrarán los intereses. 
 
Respetando el debido proceso consagrado en la Constitución de la República
 
así Art. 76.- En 
todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará 
el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: … 7. El derecho de 
las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: a) Nadie podrá ser privado del 
derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento. b) Contar con el tiempo y 
con los medios adecuados para la preparación de su defensa … se debe notificar al deudor 
concediéndole ocho días para el pago como indica la Jurisprudencia de 12-III-85, Boletín No. 
50, pág. 153. “El ejecutor sin que medie la notificación previa del título de crédito no podía 
iniciar la acción coactiva conforme a la disposición legal transcrita anteriormente; y al 
haberlo hecho, ha infringido estas normas (artículos 152 y 162 inciso primero) y además el 
artículo 166 del mencionado cuerpo legal que trata de las solemnidades sustanciales del 
procedimiento de ejecución, y concretamente, ha contrariado el numeral 4 de este artículo. 
Aparte de que la falta de notificación ha impedido al contribuyente que pueda ejercer su 
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legítimo derecho de defensa en la forma como señala la Ley. En consecuencia, el 
procedimiento de ejecución es nulo”. 
 
 Dentro de este plazo, el deudor tributario puede reclamar ante el Contencioso Tributario o 
reclamar formulando observaciones respecto del título o del derecho para para su emisión, 
debiendo la autoridad judicial o municipal resolver dichas excepciones,  reclamación, dejando 
en suspenso la iniciación de la coactiva. En el mismo contexto, el deudor puede solicitar 
compensación o facilidades para el pago. En el primer caso, debemos observar lo dispuesto en 
los Arts. 51 y 52 del Código Orgánico Tributario; y, en el segundo caso, lo previsto en el Art. 
153 del referido cuerpo legal. 
 
Vencido los ocho días que se le concedió al deudor sin mediar actuaciones de su parte, el 
ejecutor dictará auto de pago,  El auto de pago es un documento o pieza procesal que encierra: 
Los datos proporcionados por el título de crédito; la naturaleza de la obligación tributaria; una 
orden de cobro inmediato; otorga tres días contados a partir de la citación para que pague la 
deuda o dimita bienes; se indica todas las medidas cautelares que tienen como objetivo 
satisfacer el crédito; identificación de los funcionarios de ejecución.   ordenando que el deudor 
o sus garantes o ambos, paguen la deuda o dimitan bienes dentro de tres días contados desde el 
siguiente al de la citación de esta providencia, apercibiéndoles que, de no hacerlo, se 
embargarán bienes equivalentes al total de la deuda por el capital, intereses y costas. En la 
misma providencia o después puede dictarse medidas cautelares: el arraigo o la prohibición de 
ausentarse, el secuestro, la retención o la prohibición de enajenar de bienes, Al respecto, el 
Código de Procedimiento Civil versa:  
 
Que la prohibición de enajenar produce el efecto de que los bienes indicados en el Art. 421 
C.PC no pueden ser vendidos, ni hipotecados, ni sujetos a gravamen alguno que limite el 




Que el secuestro tendrá lugar en los bienes muebles y en los frutos de los raíces, y se verificará 
mediante depósito. La entrega se hará por inventario, con expresión de calidad, cantidad, 
número, peso y medida.  
 
Que la retención se hará notificando a la persona en cuyo poder estén los bienes que se 
retengan, para que ésta, bajo su responsabilidad, no pueda entregarlos sin orden judicial. Se 
entenderá que la persona en cuyo poder se ordena la retención, queda responsable, si no 
reclama dentro de tres días. Si el tenedor de los bienes se excusa de retenerlos, los pondrá a 
disposición del juez, quien a su vez, ordenará que los reciba el depositario. 
 
No requiriendo de trámite previo, nos prescribe el Art. 164 del Código Orgánico Tributario. 
Sin embargo, en la praxis, el ejecutor se cerciora o mejor dicho debe cerciorarse de la 
identidad así como de los bienes del deudor, valiéndose de los certificados otorgados en la 
misma Municipalidad, en los Registros Civil, de la Propiedad y Mercantil e incluso de datos 
contenidos en entidades financieras a fin de verificar y comprobar la información, pues, la 
misma norma nos indica que el afectado puede impugnar la legalidad de las mismas, pudiendo 
el ejecutor mediante sentencia ejecutoriada responder por los daños ocasionados, sin perjuicio 
de la responsabilidad penal a que hubiere lugar. 
 
Cuando se procede con el embargo de bienes, se prefiere: dinero, metales preciosos, títulos de 
acciones y valores fiduciarios; joyas y objetos de arte, frutos o rentas; los bienes dados en 
prenda o hipoteca o los que fueren materia de la prohibición de enajenar, secuestro o 
retención; créditos o derechos del deudor; bienes raíces, establecimientos o empresas 
comerciales, industriales o agrícolas. Art. 166 del Código Orgánico Tributario.  
 
Resulta que, no todos los bienes se pueden embargar, algunos son inembargables, tales como: 
bienes constituidos en patrimonio familiar; muebles de uso indispensable del deudor, excepto 
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los suntuarios; bienes para ejercer su arte u oficio; bienes que paralicen la actividad o negocio, 
con la excepción prevista en el Art. 168 del Código Orgánico Tributario. De darse el caso, se 
requiere la intervención del alguacil y depositario, así como del interventor, quien actuará 
como administrador, debiendo ser profesional en administración o auditoría o tener suficiente 
experiencia en las actividades intervenidas, quien se encuentra facultado para adoptar las 
medidas conducentes a la marcha normal del negocio y a la recaudación de la deuda tributaria, 
así como deberá rendir cuenta de su gestión y tendrá derecho a percibir los honorarios que el 
ejecutor estimare conveniente. 
 
En el caso de embargo o retención de créditos, se notifica de la orden al deudor del coactiva 
do, para que se abstenga de pagarle a su acreedor y lo efectúe al ejecutor, quien será 
responsable solidariamente del pago de la obligación tributaria del coactiva do, si dentro de 
tres días de la notificación no pusiere objeción admisible, o si el pago lo efectuare a su 
acreedor con posterioridad a la misma. En caso de pagarse totalmente la deuda, se declara 
extinguida la obligación tributaria y se dispondrá la inscripción de la cancelación en el registro 
que corresponda. 
 
El embargo practicado en procedimientos coactivos municipales, no pueden cancelarse por 
embargos decretados posteriormente por funcionarios ejecutores de otras administraciones 
tributarias, aunque se invoque la preferencia que considera el Art. 58 del Código Orgánico 
Tributario.  
 
La Prelación de acreedores es cuando distintos sujetos activos sean acreedores de un mismo 
sujeto pasivo por diferentes tributos, el orden de prelación entre ellos será: fisco, consejos 
provinciales, municipalidades y organismos autónomos.) No obstante, estas administraciones 




Y en cuanto a las tercerías son excluyentes o coadyuvantes; excluyentes, las que se fundan en 
el dominio de las cosas que se va a rematar; y coadyuvantes las demás.  
 
Un acreedor puede intervenir como tercerista coadyuvante en el procedimiento coactivo, desde 
que se hubiere decretado el embargo de bienes hasta antes del remate, acompañando el título 
en que se funde, para que se pague su crédito con el sobrante del producto del remate. El pago 
de estos créditos procederá, cuando el deudor en escrito presentado al ejecutor, consienta 
expresamente en ello, siempre que no existan terceristas tributarios. 
 
De su parte, la tercería excluyente de dominio sólo podrá proponerse presentando título que 
justifique la propiedad o protestando, con juramento, hacerlo en un plazo no menor de diez 
días ni mayor de treinta, que el funcionario ejecutor concederá para el efecto. La tercería 
excluyente presentada con título de dominio, suspende el procedimiento coactivo hasta que el 
Contencioso Tributario la resuelva, salvo que el ejecutor prefiera embargar otros bienes del 
deudor, en cuyo caso cancelará el primer embargo y proseguirá el procedimiento coactivo. En 
caso de desechar una tercería excluyente, se condenará al tercerista al pago de las costas que 
hubiere causado el incidente y al de los intereses calculados al máximo convencional, sobre la 
cantidad consignada por el postor, cuya oferta hubiere sido declarada preferente. Estos valores 
beneficiarán a dicho postor y se recaudarán por apremio real, dentro del mismo procedimiento 
coactivo. De aceptar la tercería excluyente, el Contencioso Tributario ordenará la cancelación 
del embargo y la restitución de los bienes aprehendidos a su legítimo propietario; y en su caso, 
la devolución de la cantidad consignada con la oferta por el mejor postor. 
 
Una vez realizado el embargo, debe realizarse el avalúo pericial del bien aprehendido, con la 
presencia del depositario, quien suscribirá el avalúo y podrá formular observaciones de 
descargo. En caso de bienes inmuebles, la valoración de la propiedad no podrá ser inferior al 
último avalúo practicado en la Municipalidad. Y, en el caso de títulos de acciones de 
52 
 
compañías y efectos fiduciarios, el avalúo no podrá ser inferior a las cotizaciones respectivas 
que haber en la Bolsa de Valores, al momento de practicarlo.  
 
El funcionario ejecutor designará un perito para el avalúo de los bienes embargados, con el 
que se conformará el coactiva do o nominará el suyo dentro de dos días de notificado, 
debiendo ser profesionales o técnicos de reconocida probidad, o personas que tengan 
suficientes conocimientos sobre los bienes objeto del avalúo y que, preferentemente, residan 
en el lugar en que se tramita la coactiva. El ejecutor señalará día y hora para que, con 
juramento, se posesionen los peritos y, en la misma providencia les concederá un plazo, no 
mayor de cinco días, salvo casos especiales, para la presentación de sus informes. 
 
En caso de no existir conformidad entre los informes periciales, el ejecutor designará un tercer 
perito, pero no será su obligación atenerse, contra su convicción, al criterio de los peritos, y 
podrá aceptar, a su arbitrio, cualquiera de los tres informes, o señalar un valor promedio que 
esté de acuerdo a los avalúos oficiales o cotizaciones del mercado.  
 
Determinado el valor de los bienes embargados, el ejecutor fijará día y hora para el remate, la 
subasta o la venta directa, en su caso; señalamiento que se publicará por tres veces, en días 
distintos, por la prensa, en la forma prevista en el Art. 111 del Código Orgánico Tributario. En 
los avisos no se hará constar el nombre del deudor sino la descripción de bienes, su avalúo y 
más datos que el ejecutor estime necesario. 
 
La base para las posturas será las dos terceras partes del avalúo de los bienes a rematarse en el 




El día del remate, si se trata de bienes inmuebles, de las maquinarias o equipos que 
constituyan una instalación industrial, de naves o aeronaves, las ofertas se presentarán por 
escrito conteniendo: el nombre el nombre y apellido del postor; el valor total de la postura, la 
cantidad que se ofrece de contado, y el plazo y forma de pago de la diferencia; el domicilio 
especial para notificaciones; y, la firma del postor. En caso de no fijar domicilio, no se 
notificarán al postor las providencias respectivas, sin encausamiento de nulidad. 
 
No se aceptarán aquellas posturas que no vayan acompañadas de por lo menos el 10% del 
valor de la oferta, en dinero efectivo, en cheque certificado o en cheque de gerencia de banco a 
la orden de la autoridad ejecutora; tampoco las que, en el primer señalamiento, ofrezcan 
menos de las dos terceras partes del avalúo de los bienes a rematarse, o la mitad en el segundo, 
ni las que fijen plazos mayores de cinco años para el pago del precio. 
 
Dentro de los tres días posteriores al remate, el ejecutor examinará la legalidad de las posturas 
presentadas, y calificará el orden de preferencia de las admitidas, teniendo en cuenta la 
cantidad, los plazos y demás condiciones de las mismas, describiéndolas con claridad y 
precisión. En la misma providencia, si hubiere más de un postor, señalará día y hora en que 
tenga lugar una subasta entre los postores admitidos, para adjudicar los bienes rematados al 
mejor postor. Si no hubiere más que un postor, se procederá a la calificación y adjudicación. 
 
El día y hora señalados en la convocatoria, el ejecutor concederá a los postores concurrentes 
quince minutos para que puedan mejorar sus ofertas, hasta por tres veces consecutivas. Los 
postores intervendrán verbalmente. En caso de igualdad de ofertas, se decidirá por la suerte y 
de lo actuado en la subasta se dejará constancia en acta suscrita por el ejecutor, el actuario y 




El ejecutor, dentro de los tres días siguientes a la presentación de la postura única, o del día 
señalado para la subasta, resolverá cual es la mejor postura, prefiriendo la que satisfaga de 
contado el crédito del cautivante, y establecerá el orden de preferencia de las demás. De esta 
providencia se concederá recurso para ante el Contencioso Tributario, si fuere interpuesto 
dentro de tres días, sea por el coactiva do, los terceristas coadyuvantes o los postores 
calificados. 
 
El recurso se concederá dentro de cuarenta y ocho horas de presentado; y, en igual plazo, se 
remitirá el proceso al Contencioso  Tributario, el que lo resolverá dentro de diez días, sin otra 
sustanciación. 
 
Ejecutoriado el auto de calificación, o resuelta por el Contencioso Tributario la apelación 
interpuesta, el ejecutor dispondrá que el postor declarado preferente consigne, dentro de cinco 
días, el saldo del valor ofrecido de contado. Si el primer postor no efectúa esa consignación, se 
declarará la quiebra del remate y se notificará al postor que le siga en preferencia, para que 
también en cinco días, consigne la cantidad por él ofrecida de contado, y así sucesivamente. 
 
Consignado por el postor preferente el valor ofrecido de contado, se le adjudicarán los bienes 
rematados, libres de todo gravamen, y se devolverá a los demás postores las cantidades por 
ellos consignadas. 
 
El auto de adjudicación contendrá la descripción de los bienes; y copia certificada del mismo, 
servirá de título de propiedad, que se mandará protocolizar e inscribir en los registros 
correspondientes. Los saldos del valor de las posturas, ofrecidas a plazo, devengarán el 
máximo de interés convencional permitido por la ley. Para seguridad del pago de esos saldos y 
sus intereses, los bienes rematados quedarán gravados con hipoteca, prenda industrial o 
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especial, según corresponda, las que se inscribirán en los respectivos registros al mismo 
tiempo que el traspaso de la propiedad.  
 
El postor que, notificado para que cumpla su oferta, no lo hiciere oportunamente, responderá 
de la quiebra del remate, o sea del valor de la diferencia existente entre el precio que ofreció 
pagar y el que propuso el postor que le siga en preferencia. La quiebra del remate y las costas 
causadas por la misma, se pagarán con la cantidad consignada con la postura, y si ésta fuere 
insuficiente, con bienes del postor que el funcionario de la coactiva mandará embargar y 
rematar en el mismo procedimiento. 
 
El remate de bienes muebles -vehículos de transportación terrestre o fluvial- se efectuará en 
pública subasta, de contado y al mejor postor, en la oficina del ejecutor o en el lugar que éste 
señale. En el día y hora señalados para la subasta, el ejecutor dará comienzo a la diligencia con 
la apertura del acta, anunciando por sí o por el pregón que designe, los bienes a rematarse, su 
avalúo y el estado en que éstos se encuentren. Si son varios los bienes embargados, la subasta 
podrá hacerse, unitariamente, por lotes o en su totalidad, según convenga a los intereses de la 
recaudación, debiendo constar este particular en los avisos respectivos. 
 
Las posturas se pregonarán con claridad y en alta voz, de manera que puedan ser oídas y 
entendidas por los concurrentes, por tres veces, a intervalos de cinco minutos cuando menos. 
La última postura se pregonará por tres veces más, con intervalos de un minuto. De no haber 
otra postura mejor, se declarará cerrada la subasta y se adjudicará inmediatamente los bienes 
subastados al mejor postor. Si antes de cerrarse la subasta se presentare otra postura superior, 
se procederá como en el caso del inciso anterior, y así sucesivamente.  
 
Será preciso consignar previamente o en el acto, el 20% cuando menos, del valor fijado como 
base inicial para el remate de los bienes respectivos, y quien intervenga será responsable 
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personalmente con el dinero consignado, por los resultados de su oferta. Cerrada la subasta y 
adjudicados los bienes, el postor preferido pagará de contado el saldo de su oferta, y el 
ejecutor devolverá a los otros postores las cantidades consignadas por ellos. 
 
Si quien hizo la postura no satisface en el acto el saldo del precio que ofreció, se adjudicarán 
los bienes al postor que le siga. La diferencia que exista entre estas posturas, se pagará de la 
suma consignada con la oferta desistida, sin opción a reclamo. 
 
Copia certificada del acta de subasta o de su parte pertinente, servirá al rematista de título de 
propiedad y se inscribirá en el registro al que estuviere sujeto el bien rematado, cancelándose 
por el mismo hecho cualquier gravamen a que hubiere estado afectado. 
 
Finalmente, la venta directa procede cuando se trata de semovientes; bienes fungibles; o 
cuando se hubieren efectuado dos subastas sin que se presenten posturas admisibles. La venta 
se efectuará por la base del remate, a favor de almacenes de instituciones o empresas 
nacionales o municipales; servicios sociales o comisariatos de las instituciones ejecutantes; 
asociaciones o cooperativas de empleados o de trabajadores; instituciones de derecho público 
o de derecho privado, con finalidad social o pública, en su orden. 
 
Para el efecto, el ejecutor comunicará a dichas instituciones los embargos que efectuare de 
estos bienes y sus avalúos a fin de que, dentro de cinco días, manifiesten si les interesa o no la 
compra, y en tal caso, se efectúe la venta de contado, guardando éste orden de preferencia. Si 





Los avisos se publicarán en la forma prescrita en el Art. 184 del Código Orgánico Tributario, 
con indicación de la fecha hasta la que serán recibidos las ofertas y el valor que se exija como 
garantía de la seriedad de las mismas. Aceptada la oferta, el ejecutor dispondrá que el 
comprador deposite el saldo del precio en veinte y cuatro horas y mandará que el depositario 
entregue de inmediato los bienes vendidos, con arreglo a lo previsto en el Art. 209. 
 
Si no haber interesados en la compra directa, los acreedores tributarios imputarán el valor de la 
última base de remate a la deuda tributaria, con arreglo a lo prescrito en el Art. 47 del Código 
Orgánico Tributario; y podrán transferir gratuitamente esos bienes a las instituciones de 
educación, asistencia social o de beneficencia que dispusieren.  
 
Habrá lugar a segundo señalamiento para el remate, cuando en el primero no se haber 
presentado postores, o cuando las posturas formuladas no fueren admisibles, debiendo 
publicarse por la prensa. El deudor podrá librar sus bienes pagando en el acto la deuda, 
intereses y costas, antes de cerrarse el remate o la subasta. Existe nulidad del remate o subasta 
y el funcionario ejecutor responderá de los daños y perjuicios que se ocasionaren, en los casos 
previstos en el Art. 207 del Código Orgánico Tributario. 
 
De esta manera he intentado dar pautas sobre el procedimiento que siguen las Municipalidades 
al ejercer la acción coactiva por parte de los Tesoreros, infiriendo que, éste se articula con el 
procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Civil.  
 
Se debe considerar dos aspectos: a) todas aquellas personas que intervienen en el 
procedimiento de ejecución: los funcionarios y empleados, así como a sus cónyuges, 
convivientes con derecho y parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad, les está prohibido adquirir los bienes materia del remate o subasta; así mismo, los 
abogados y procuradores, sus cónyuges, convivientes con derecho y parientes en los mismos 
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grados mencionados y en general a quienes, de cualquier modo, hubieren intervenido en 
dichos procedimientos, salvo los terceristas coadyuvantes; y, b) las costas de recaudación, que 
incluirán el valor de los honorarios de peritos, interventores, depositarios y alguaciles, 
regulados por el ejecutor o por el Tribunal Distrital de lo Fiscal, en su caso, de acuerdo a la 
ley, serán de cargo del coactiva do.  
 
2.12 ESPECIFICACIONES DE LA ACCIÓN COACTIVA  
 
El procedimiento administrativo de ejecución es el previo a conocer puesto que es el conjunto 
de facultades, métodos, recursos y acciones con los que cuenta la administración tributaria, 
tendientes a lograr la ejecución o cumplimiento de obligaciones tributarias por parte de los 
sujetos pasivos, llegando inclusive en casos extremos al empleo de la fuerza. 
 
Previo al análisis del Juicio de Excepciones Tributarias es muy necesario y obligatorio 
explicar de dónde proviene el mismo tal cual se lo hizo en el capítulo anterior, así de este 
modo iniciaré con el análisis de la acción coactiva. 
 
2.12.1 ACCIÓN COACTIVA 
 
“El interés de todo ente acreedor ya sea este persona natural o jurídica, pública o privada, es 
conseguir que se cumplan con las obligaciones, de allí que la ley, en búsqueda de hacer 
factible ese interés, ha creado una serie de procedimientos que posibiliten la recaudación 
mediante acciones, que de acuerdo a las circunstancias particulares y en cada caso, pueden 
plantearse ante los órganos administrativos o judiciales, dado las situaciones que generan 
tales obligaciones pueden surgir de diferentes motivaciones, pero en todo caso, se pretende 
que los sujetos pasivos, hagan efectivo la presentación a la que por voluntad o por mandato 
de una norma, se han comprometido”. 
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La acción coactiva es el procedimiento previsto por la ley, para ser efectivo el pago de lo que, 
por cualquier concepto (tributos, intereses, multas) se debe al Estado y a las demás 
instituciones del sector público que por ley tienen esta jurisdicción, llegando inclusive a la 
utilización de la fuerza. 
En materia tributaria están investidas de esta facultad las administraciones central, seccional y 
de excepción. 
 
TRÁMITE.- Las excepciones se presentan ante el mismo funcionario ejecutor de la 
Administración Tributaria, quien dentro de cinco días hábiles remitirá al Tribunal Distrital de 
lo Fiscal copias del proceso coactivo, de los documentos anexos, con las observaciones 
necesarias, y señalará domicilio para las notificaciones. 
En caso de que el funcionario se negare a recibir las excepciones se las hará llegar mediante 
cualquier autoridad administrativa o judicial, la que dispondrá que dentro de 24 horas se 
notifique y entregue al funcionario ejecutor el mencionado escrito con la fe de presentación 
respectiva. El mismo supuesto podrá presentarse directamente el escrito ante la Jueza o Juez 
de lo Contencioso Tributario los mismos dispondrán que por secretaría se notifique la 
presentación de las excepciones mediante oficio, al funcionario ejecutor, ordenándole proceda. 












3.1 JUICIO DE EXCEPCIONES PROPIAMENTE DICHO 
 
El juicio de excepciones es un mecanismo del cual dispone el sujeto pasivo para interrumpir la 
continuidad del procedimiento administrativo de ejecución, empieza con una demanda en la se 
expresan las excepciones y termina con una sentencia dictada por el Tribunal Distrital Fiscal. 
 
El sistema de lo contencioso-tributario es una concepción moderna en las diversas 
legislaciones positivas, que aparece debido al influjo de la concepción del Estado de Derecho 
y la justicia administrativa, cuyos conceptos han ido adquiriendo más vigor con el transcurso 
del tiempo. Nuestra legislación positiva acogió esos principios provenientes del viejo mundo y 
fue uno de los primeros en Latinoamérica en instaurar la jurisdicción contenciosa tributaria. 
En el año de 1945, el Dr. Eduardo Riofrío sugiere la creación de un tribunal especializado para 
el conocimiento de esta materia y dice: “Debería crearse un tribunal especial formado por 
personas competentes que conozcan las leyes civiles y especialmente las fiscales y el Derecho 
Fiscal en el Ecuador”. 
 
Posteriormente, fue reformada mediante ley promulgada en el Registro Oficial No. 823 de 3 
de marzo de 1947. Dicha reforma inicial obligó a una primera Codificación, la cual fue 
promulgada en el Registro Oficial No. 869 de 26 de abril de 1947. 
En 1959, mediante decreto de Ley de emergencia, de junio del mismo año, se expidió la Ley 
del Tribunal Fiscal que dio origen al nacimiento de un tribunal de carácter jurisdiccional 
administrativo, independiente de la Función Judicial ordinaria para resolver las controversias 
contencioso-tributarias 
 
En la constitución Política expedida por la Asamblea Constituyente el 25 de marzo de 1967, se 
constitucionalizo por primera vez la existencia de los Tribunales de lo Contencioso, bajo 
normas consagratorias de cuantas venían marcando su vida institucional en el país 
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 El  Tribunal de lo Contencioso Tributario es competente para conocer y resolver de las 
siguientes acciones directas que ante él se presenten: 
 
1a.  De las que se deduzcan para obtener la declaración de                                    prescripción 
de los créditos tributarios, sus intereses y multas; 
2a.  De las de pago por consignación de créditos tributarios, en los casos establecidos en este 
Código o en leyes orgánicas y especiales; 
3a.  De las de nulidad del procedimiento coactivo por créditos tributarios que se funden en la 
omisión de solemnidades sustanciales u otros motivos que produzcan nulidad, según la 
ley cuya violación se denuncie. No habrá lugar a esta acción, después de pagado el tributo 
exigido o de efectuada la consignación total por el postor declarado preferente en el 
remate o subasta, o de satisfecho el precio en el caso de venta directa, sin perjuicio de las 
acciones civiles que correspondan al tercero perjudicado ante la justicia ordinaria; 
4a.  De nulidad del remate o subasta en el caso 4 del artículo 207; y, 
5a.  De las de pago indebido o del pago en exceso, cuando se ha realizado después de 
ejecutoriada una resolución administrativa que niegue la reclamación de un acto de 
liquidación o determinación de obligación tributaria. 
La acción de impugnación de resolución administrativa, se convertirá en la de pago 
indebido, cuando, estando tramitándose aquella, se pague la obligación. 
Corresponde también al Tribunal Contencioso Tributario el conocimiento de los 
siguientes asuntos: 
1.  De las excepciones al procedimiento de ejecución, señaladas en el artículo 212. 
2.  De las tercerías excluyentes de dominio que se deduzcan en coactivas por créditos 
tributarios; 
3.  De los recursos de apelación de providencias dictadas en el procedimiento de ejecución, en 
los casos de los artículos 176, 191 y 209; y, de los recursos de nulidad, en los determinados 
en los ordinales 1, 2 y 3 del artículo 207; 
4.  De los recursos y consultas que se propongan de las sentencias dictadas por autoridades 
competentes, en el régimen penal tributario, conforme a las disposiciones de este Código o 
de leyes orgánicas y especiales; 
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5.  De los conflictos de competencia suscitados entre autoridades .de distintas administraciones 
tributarias, conforme al artículo 80; 
6.  Del recurso de queja; y, 
7.  De los demás que le atribuya la ley. 
 
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN 
 
De los títulos de crédito.- Emisión Los títulos de crédito u órdenes de cobro se emitirán por la 
autoridad competente de la respectiva administración, cuando la obligación tributaria fuere 
determinada y líquida, sea a base de catastros, registros o hechos preestablecidos legalmente; 
sea de acuerdo a declaraciones del deudor tributario o a avisos de funcionarios públicos 
autorizados por la ley para el efecto; sea en base de actos o resoluciones administrativas firmes 
o ejecutoriadas; o de sentencias del Contencioso Tributario o de la Corte Suprema de Justicia, 
cuando modifiquen la base de liquidación o dispongan que se practique nueva liquidación. Por 
multas o sanciones se emitirán los títulos de crédito, cuando las resoluciones o sentencias que 
las impongan se encuentren ejecutoriadas. 
 
Mientras se hallare pendiente de resolución un reclamo o recurso administrativo, no podrá 
emitirse Título de crédito. Art 149 Código tributario. 
 
Requisitos.- Los títulos de crédito reunirán los siguientes requisitos: 
 
1. Designación de la administración tributaria y departamento que lo emita; 
2. Nombres y apellidos o razón social y número de registro, en su caso, que identifiquen al 
deudor tributario y su dirección, de ser conocida; 
3. Lugar y fecha de la emisión y número que le corresponda; 
4. Concepto por el que se emita con expresión de su antecedente; 
5. Valor de la obligación que represente o de la diferencia exigible; 
6. La fecha desde la cual se cobrarán intereses, si éstos se causaren; y, 
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7. Firma autógrafa o en facsímile del funcionario o funcionarios que lo autoricen o emitan. La 
falta de alguno de los requisitos establecidos en este artículo, excepto el señalado en el 
numeral 6, causará la nulidad del título de crédito. Art 150 Cogido Tributario Ecuatoriano. 
 
Se notificará al deudor concediéndole ocho días para el pago. Dentro de este plazo el deudor 
podrá presentar reclamación formulando observaciones, exclusivamente respecto del título o 
del derecho para su emisión; el reclamo suspenderá, hasta su resolución, la iniciación de la 
coactiva. Art. 151 Código Tributario. 
 
ESPECIFICACIÓN DE LA ACCIÓN DE COACTIVA 
 
El procedimiento administrativo de ejecución es el previo a conocer puesto que es el conjunto 
de facultades métodos, recursos y acciones con los que cuenta la administración tributaria, 
tendientes a lograr la ejecución o cumplimiento de obligaciones tributarias por parte de los 
sujetos pasivos, llegando inclusive en casos extremos al empleo de la fuerza. 
Previo al análisis del juicio de excepciones tributarias es muy necesario y obligatorio explicar 
de dónde proviene el mismo así de este modo iniciare con el análisis de la acción de coactiva. 
 
ACCIÓN DE COACTIVA 
 
El interés de todo ente acreedor ya sea este Persona Natural o Jurídica  pública o privada es 
conseguir que se cumplan con las obligaciones, de allí que la ley en búsqueda de hacer factible 
ese interés ha creado una serie de procedimientos que posibiliten la recaudación mediante 
acciones que de acuerdo a las circunstancias particulares y en cada caso puedan plantearse 
ante los organismos administrativos o  judiciales dado las situaciones que general tales 
obligaciones pueden sugerir de diferentes motivaciones pero en todo caso se pretende que los 
sujetos pasivos hagan efectivo la presentación a la que por voluntad o por mandato de una 
norma se han comprometido. 
 
La acción coactiva es el procedimiento previsto en la ley para ser efectivo el pago de lo que 
por cualquier concepto (tributos, intereses, multas se debe al estado y a las demás instituciones 
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del sector público que por ley tiene esta jurisdicción, llegando inclusive a la utilización de la 
fuerza. 
 
3.2 PROCEDIMIENTO YTRÁMITE DEL JUICIO DE  EXCEPCIONES 
 
Presentadas las excepciones en el plazo señalado en el artículo 214 del Código Tributario, 
notificada su recepción en los casos previstos en el artículo 215 Código Tributario, el 
funcionario ejecutor remitirá al Tribunal Distrital de lo Fiscal, dentro del plazo de cinco días, 
copia del proceso coactivo, de los documentos anexos y de las excepciones con sus 
observaciones. 
 
En la misma providencia que ordene la remisión al Tribunal Distrital de lo Fiscal, o por oficio, 
el funcionario ejecutor señalará domicilio en la sede del tribunal competente para sus 
notificaciones.  
 
Al escrito de excepciones son aplicables, en lo que fueren pertinentes, las disposiciones de los 
artículos 230, 231 y 232 del Código Tributario. 
 
Si ninguna de las excepciones propuestas corresponde a las señaladas en el artículo 212, del 
Código Tributario o si el excepcionan te no las aclarare o completare en el plazo que se le 







DEL TRÁMITE DE LAS ACCIONES 
 
Art. 229 del Código Tributario.- Proposición de las acciones: Oportunidad.- Quienes se 
creyeren perjudicados por una resolución de única o última instancia administrativa, podrán 
impugnarla ante el Tribunal Distrital de lo Fiscal, dentro de veinte días contados desde el 
siguiente al de su notificación, si residieren en el territorio del Estado, o de cuarenta días, si 
residieren en el exterior. 
 
El plazo será de seis meses, resida o no el reclamante en el país, si lo que se impugna fuere 
una resolución administrativa que niegue la devolución de lo que se pretenda indebidamente 
pagado. 
 
Los herederos del contribuyente perjudicado, fallecido antes de vencerse el plazo para 
proponer la demanda, podrán hacerlo dentro de los veinte o cuarenta días o de los seis meses 
siguientes a la fecha del fallecimiento, en los mismos casos previstos en los incisos 
precedentes. 
 
Para las acciones directas que pueden proponerse conforme al artículo 221 no serán aplicables 
los plazos señalados en este artículo. 
 
 3.3 LA DEMANDA 
 
De acuerdo al Art. 279 del Código Tributario indica que quienes se creyeren perjudicados por 
una resolución de única o última instancia administrativa, podrán presentar excepciones ante 
el Contencioso Tributario, en el plazo señalado en el art 214 o notificados su recepción en los 
casos previstos en el art. 215, el funcionario ejecutor remitirá a la Jueza  o Juez de lo 
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Contencioso Tributario, dentro del plazo de 5 días copia del proceso coactivo de los 
documentos anexos y de las excepciones con sus observaciones. 
 
En la misma providencia que ordene la remisión a la Jueza o Juez de lo Contencioso 
Tributario o por oficio el Funcionario Ejecutor señalara domicilio para sus notificaciones. 
 
Las demandas se presentarán en la Secretaría del Contencioso Tributario del domicilio del 
actor. El Secretario anotará en el original la fecha y hora de su presentación y el número que 
corresponda a la causa. De pedirlo el interesado, se le entregará copia de la demanda y de cada 
escrito posterior, con la anotación de su presentación, rubricada por el actuario respectivo. 
 
Art. 212.- Excepciones.- Al procedimiento de ejecución de créditos tributarios sólo podrán 
oponerse las excepciones siguientes: 
 
1.- Incompetencia del funcionario ejecutor; 
2.- Ilegitimidad de personería del coactiva do o de quien hubiere sido citado como su 
representante; 
3.- Inexistencia de la obligación por falta de ley que establezca el tributo o por exención legal; 
4.- El hecho de no ser deudor directo ni responsable de la obligación exigida; 
5.- Extinción total o parcial de la obligación por alguno de los modos previstos en el artículo 
37 de este Código; 
6.- Encontrarse en trámite, pendiente de resolución, un reclamo o recurso administrativo u 
observaciones formuladas respecto al título o al derecho para su emisión; 
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7.- Hallarse en trámite la petición de facilidades para el pago o no estar vencido ninguno de los 
plazos concedidos, ni en mora de alguno de los dividendos correspondientes; 
8.- Haberse presentado para ante el Tribunal Distrital de lo Fiscal demanda contencioso 
tributaria por impugnación de resolución administrativa, antecedente del título o títulos que se 
ejecutan; 
9.- Duplicación de títulos respecto de una misma obligación tributaria y de una misma 
persona; y, 
10.- Nulidad del auto de pago o del procedimiento de ejecución por falsificación del título de 
crédito; por quebrantamiento de las normas que rigen su emisión, o falta de requisitos legales 
que afecten la validez del título o del procedimiento. 
 
Art. 213.- No admisión de las excepciones.- No podrán oponerse las excepciones segunda, 
tercera y cuarta del artículo anterior cuando los hechos que las fundamenten hubieren sido 
discutidos y resueltos en la etapa administrativa, o en la contenciosa, en su caso. 
 
Art. 214 del Código Tributario.- Oportunidad.- Las excepciones se presentarán ante el 
ejecutor, dentro de veinte días, contados desde el día hábil siguiente al de la notificación del 
auto de pago y su presentación suspenderá el procedimiento de ejecución, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 285 de este Código; si se presentaren extemporáneamente, el ejecutor 
las desechará de plano. 
 
El trámite se sujetará a lo que se dispone en los artículos 279 y siguientes de este Código. 
 
LA DEMANADA.- Demanda es el acto en que el demandante deduce su acción o formula la 




La demanda debe ser clara y contendrá: 
 
1. El nombre y apellido de la persona natural demandante, con expresión de si lo hace a 
nombre propio o en representación de otra, y en este caso, el nombre y apellido del 
representado, o la denominación de la persona jurídica o ente colectivo, sin personalidad 
jurídica, a nombre de quien se presente la demanda, con indicación, en cualquier caso, del 
domicilio tributario; 
2. La mención de la resolución o acto que se impugna y los fundamentos de hecho y de 
derecho que se arguyan, expuestos con claridad y precisión; 
3. La petición o pretensión concreta que se formule; 
4. La designación de la autoridad demandada, esto es de la que emane la resolución o acto 
impugnado, con expresión del lugar donde debe ser citada; 
5. La cuantía de la reclamación; 
6. El señalamiento del domicilio judicial para notificaciones; y, 
7. La firma del compareciente, con indicación del número de la cédula de identidad y del 
registro único de contribuyentes, según corresponda, y la firma de su abogado defensor. Si 
fueren varios los demandantes, se aplicará lo dispuesto en el artículo 117 del Código 
Tributario.  
 
Art. 232.- Aclaración y complementación.- Si la demanda fuere obscura o no reuniere los 
requisitos señalados en los numerales 1, 2, 3, 5 y 7 del artículo anterior, el Ministro de 
Sustanciación ordenará que el compareciente aclare, corrija o complete dentro de cinco días, 
bajo prevención que, de no hacerlo, se rechazará la demanda y dispondrá su archivo. El actor 
podrá pedir una prórroga prudencial para el objeto, pero no podrá concedérsela por más de 
otros cinco días. 
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Desechada una demanda por los motivos previstos en este artículo, podrá formulársela 
nuevamente, si aún se estuviere dentro de los plazos contemplados en este Código, según el 
caso. 
 
Art. 233.- Falta de otros requisitos.- La falta de señalamiento de domicilio judicial para 
notificaciones, no impedirá el trámite de la demanda, pero no se hará notificación alguna a 
quien hubiere omitido este requisito, hasta tanto lo cumpla. 
 
Tampoco impedirá el trámite de la demanda la falta de fijación de la cuantía. 
 
Art….(233.1 del Código Tributario).-Afianzamiento.- Las acciones y recursos que se 
deduzcan contra actos determinativos de obligación tributaria, procedimientos de ejecución y 
en general contra todos aquellos actos y procedimientos en los que la administración tributaria 
persiga la determinación o recaudación de tributos y sus recargos, intereses y multas, deberán 
presentarse al Tribunal Distrital de lo Fiscal con una caución equivalente al 10% de su cuantía; 
que de ser depositada en numerario será entregada a la Administración Tributaria demandada.  
 
La caución se cancelará por el Contencioso Tributario o Sala Especializada de la Corte 
Suprema de Justicia si la demanda o pretensión es aceptada totalmente, la que en caso de ser 
en numerario generará a favor del contribuyente intereses a la misma tasa de los créditos 
contra el sujeto activo. En caso de aceptación parcial el fallo determinará el monto de la 
caución que corresponda ser devuelto al demandante y la cantidad que servirá como abono a la 
obligación tributaria; si la demanda o la pretensión es rechazada en su totalidad, la 





Esta caución es independiente de la que corresponda fijarse por la interposición del recurso de 
casación, con suspensión de ejecución de la sentencia o auto y de la de afianzamiento para 
hacer cesar medidas cautelares y se sujetará a las normas sobre afianzamiento establecidas en 
este Código Tributario. 
 
La falta de señalamiento de domicilio judicial para notificaciones, no impedirá el trámite de la 
demanda, pero no se hará notificación alguna a quien hubiere omitido este requisito, hasta 
tanto lo cumpla. Tampoco impedirá el trámite de la demanda la falta de fijación de la cuantía. 
 
3.4 DOCUMENTOS QUE DEBEN ACOMPAÑAR A LA DEMANDA 
 
A la demanda se acompañarán los documentos justificativos de la personería del 
compareciente, cuando no se actúe a nombre propio, a menos que se le haya reconocido en la 
instancia administrativa; una copia certificada del acto que se impugne, o del documento del 
cual conste la notificación de la decisión administrativa; y, la constancia del pago de la tasa 
judicial. La falta de presentación de estos documentos, no obstará el trámite de la causa, pero 
se lo considerará en sentencia. 
 
Podrá proponerse excepciones en una sola demanda de dos o más resoluciones administrativas 
diversas, que no sean incompatibles, siempre que guarden relación entre sí, se refieran al 
mismo sujeto pasivo y a una misma administración tributaria, aunque correspondan a 
ejercicios distintos. También en una misma demanda podrá pedirse se declare la prescripción 
de varias obligaciones tributarias de un sujeto pasivo, aun de distinto origen, siempre que 







ART. 68 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL.-A la demanda se debe acompañar: 
 
1.-    El poder para intervenir en el juicio, cuando se actuare por medio de apoderado; 
2.-    La prueba de representación del actor si se tratare de persona natural incapaz; 
3.-    La prueba de la representación de la persona jurídica, si ésta figurare como actora; 
4.-    Los documentos y las pruebas de carácter preparatorio que se pretendiere hacer valer en 
el juicio y que se encontraren en poder del actor; y, 
5.-    Los demás documentos exigidos por la ley para cada caso. 
 
Art. 280 del Código Tributario.- Rechazo de las excepciones.- Al escrito de excepciones son 
aplicables, en lo que fueren pertinentes, las disposiciones de los artículos 230, 231 y 232 de 
este Código. Si ninguna de las excepciones propuestas corresponde a las señaladas en el 
artículo 212, o si el excepcionan te no las aclarare o completare en el plazo que se le hubiere 
concedido para el efecto, la respectiva sala del tribunal las rechazará de plano, sin más 
sustanciación. 
 
3.4.1 NOTIFICACIONES Y TÉRMINO PROBATORIO  
 
Notificación.- Notificación es el acto por el cual se pone en conocimiento de las partes, o de 
otras personas o funcionarios, en su caso, las sentencias, autos y demás providencias 
judiciales, o se hace saber a quién debe cumplir una orden o aceptar un nombramiento, 
expedidos por el juez 
 
Art. 281 Código Tributario.- Recibidas las copias y más documentos de que se habla en el 
artículo anterior, el Ministro de Sustanciación mandará notificar al excepcionante  y al 
ejecutor el particular. Asimismo, mandará notificar las excepciones a la autoridad 
administrativa de la que proviene la orden de emisión del título de crédito, con quien deba 
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contarse en la causa y en el domicilio que señale, concediéndole el plazo de cinco días, para 
que, de estimarlo necesario, las conteste. 
 
Vencido el plazo indicado, con la contestación o sin ella, se concederá a las partes el plazo de 
cinco días para la presentación de pruebas. 
 
3.4.2 FORMA DE LAS NOTIFICACIONES 
 
Las notificaciones se practicarán de conformidad con lo que dispone el Código de 
Procedimiento Civil en el Art. 73 y siguientes. 
 
Cuando se solicite informes o certificaciones a otras autoridades u organismos del lugar de la 
sede del tribunal, la providencia que lo disponga será notificada por oficio. Si la sede de esos 
organismos fuere distinta de la del tribunal, el oficio será enviado por correo certificado. 
 
Son complejos los problemas que se presentan en los lugares en los que no existen casilleros 
judiciales y que, y esto sucede en las cabeceras cantonales que no son sedes de las Cortes 
Superiores. 
 
Las notificaciones dan a conocer a las partes que intervienen en los juicios las decisiones 
dictadas por los jueces y que les concierne; pero también pueden dirigirse a terceros. A 
continuación mencionamos algunos de los casos en que esto ocurre, sin que esta exposición 
pretenda ser exhaustiva. 
 
En primer lugar, a los litigantes que hayan cumplido con la obligación de señalar, según el 




A toda persona que deba cumplir una orden judicial como cuando se ordena al depositario la 
rendición de las cuentas de su cargo. 
 
A la persona a quien el juez nombra para el desempeño de un cargo, como en los casos de 
peritos, intérpretes, depositarios, alguaciles etc. 
 
Al abogado que haya sido sustituido en la defensa, para que pueda ejercer las acciones que le 
correspondan. 
 
A la persona que ha de recibir, y cumplir, la orden de retención como lo dispone; o la orden de 
actuar como depositario de las cosas embargadas, en el caso de los comuneros o copartícipes, 
o cuando se trate del embargo de la cuota de uno de los cónyuges en los bienes de la sociedad 
conyugal. 
 
3.4.3 LAS PERSONAS A QUIEN NO SE NOTIFICA 
 
A la parte que no cumpliere con el requisito de designar el lugar en que ha de ser notificado, 
que no puede ser otro que el casillero judicial de un abogado, cuya consecuencia es la de que 
no se hará notificación alguna a la parte que no cumpliere este requisito 
 
Tampoco se notifica los traslados a quienes no deben contestarlos. 
 




En cuanto a las formas de notificación, esta difiere sustancialmente de la citación por que la 
notificación tiene una sola forma de practicársele. Esto se deduce de lo que establece el inciso 
segundo del Art. 91 del Código de Procedimiento Civil que expresa, “Las notificaciones se 
harán por una boleta aun cuando constare que la parte se ha ausentado”31.  
 
Es decir que esta notificación puede ser efectuada en la propia persona del notificado o 
mediante única boleta que puede ser personal o no y fijada en el domicilio, habitación o lugar 
designado por el actor, pudiendo inclusive efectuarse en el establecimiento comercial o lugar 
de trabajo del demandado o notificado, pues para este tipo de diligencias la ley no ha 
contemplado formalidades, ritualismos, que pueden o no degenerar en nulidades procésales. 
 
Concluiré este tema manifestando que esta notificación puede ser entregada a familiares, 
servidumbre o fijada en la puerta de la calle, de la oficina, del establecimiento o departamento. 
 
Cabe recalcar que lo curioso del acto notifica torio  es que puede efectuarse aún en ausencia de 
la persona a quien deba. 
 
3.4.4 NOTIFICACIONES DE RÉGIMEN ESPECIAL 
 
Hay notificaciones que se rigen por normas especiales sea en consideración de las personas a 
quienes se comunica una decisión judicial, o por la naturaleza del acto a realizarse. Cito 
algunos ejemplos. 
 
                                                 
31
Codificación Código de Procedimento Civil, Corporación de Estudios y Publicaciones, primera 
edición, (Cod 2005-011. R.O.-S 58: 12-jul-2005). Pág. 13. 
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Cuando se necesita incorporar al proceso el testimonio del Presidente o del Vicepresidente de 
la República, de los Ministros de Estado o de otros funcionarios de alta categoría, que tienen el 
derecho de emitir informes bajo juramento, la decisión del juez o tribunal se les hará conocer 
mediante acto notifica torio, que guardará las formas de cortesía necesarias o usuales en tales 
casos; 
La notificación del traspaso de un crédito que se hará con las formalidades prescritas en el Art. 
99. La notificación de la cesión de un crédito hipotecario se hará tomando, además, razón de la 
cesión en la Oficina de Registro, al margen de la inscripción de la hipoteca. 
 
De toda citación o notificación se dejará constancia en el proceso, certificada por el 
funcionario competente, con indicación del día y hora en que se la practique. Además, 
tratándose de la autoridad demandada o del titular del órgano administrativo del que emanó el 
acto o resolución que se impugna, el funcionario competente dejará constancia del nombre o 
función del citado o notificado y de la persona que la reciba. Si el citado o notificado no 
quisiere o no pudiere firmar, el funcionario competente dejará constancia del particular en 
autos. 
 
Art. 227.- Partes.- Son partes en el procedimiento ante el Contencioso Tributario: el actor, el 
demandado y el tercero perjudicado. 
 
Actor es la persona natural, que deduce la demanda o la persona jurídica o ente colectivo sin 
personalidad jurídica, a nombre de quien se propone la acción o interpone el recurso que ha de 
ser materia principal del fallo. 
 
Demandado es la autoridad del órgano administrativo del que emanó el acto o resolución que 
se impugna; el director o jefe de la oficina u órgano emisor del título de crédito, cuando se 
demande su nulidad o la prescripción de la obligación tributaria, o se proponga excepciones al 
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procedimiento coactivo; y, el funcionario recaudador o el ejecutor, cuando se demande el pago 
por consignación o la nulidad del procedimiento de ejecución. 
 
Tercero es todo aquel que dentro del procedimiento administrativo o en el contencioso, 
aparezca como titular de un derecho incompatible con el que pretenda el actor y solicite ser 
oído en la causa.  
 
3.4.5 CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Art. 243 Código Tributario.- Plazo.- Admitida al trámite la demanda, el Ministro de 
Sustanciación dispondrá que se la cite al demandado según el inciso 3ro. del artículo 227, 
concediéndole el término de quince días para que la conteste, término que podrá ser 
prorrogado por cinco días más, cuando el demandado lo solicitare, antes del vencimiento de 
aquel. 
 
3.5 REQUISITOS PARA LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA 
 
La contestación de la demanda deberá ser clara y contendrá: 
 
1.  El nombre y apellido del que comparece, como autoridad o titular de la oficina u órgano 
administrativo que dictó la resolución o acto, materia de la impugnación, o contra quien se 
hubiere enderezado la acción; o los nombres y apellidos del que comparece como su 
procurador; 
2.  Los fundamentos de hecho y de derecho de las excepciones que oponga a la demanda; y, 




La contestación del tercero deberá ser igualmente clara y contendrá los fundamentos de hecho 
y de derecho de las excepciones que oponga a la pretensión del actor. 
 
A la contestación a la demanda se acompañará copia certificada de la resolución o acto 
impugnado de que se trate y de los documentos que sirvieron de antecedentes, si fuere del 
caso. 
 
El Jueza o Juez de lo Contencioso Tributario calificará la contestación y dispondrá que se le 
aclare o complete en el término de cinco días, si no reuniere los requisitos de este artículo y 
del anterior. 
 
La falta de contestación de la demanda o de la aclaración o complementación de aquella, se 
tendrá como negativa pura y simple de la acción propuesta o ratificación de los fundamentos 
que motivaron la resolución o acto de que se trate; y, de oficio o a petición de parte, podrá 
continuarse el trámite de la causa, sin que se requiera acusación previa de rebeldía. 
 
En todo caso, el demandado estará obligado a presentar copias certificadas de los actos y 
documentos que se mencionan en el artículo anterior, que se hallaren en los archivos de la 
dependencia a su cargo; de no hacerlo, se estará a las afirmaciones del actor o a los 






3.6  SUSPENSIÓN Y MEDIDAS CAUTELARES DEL PROCEDIMIENTO DE 
EJECUCIÓN 
 
La presentación de la demanda Contencioso Tributaria, suspende de hecho la ejecutividad del 
título de crédito que se hubiere emitido. Por consiguiente, no podrá iniciarse coactiva para su 
cobro, o se suspenderá el procedimiento de ejecución que se hubiese iniciado. 
 
Sin embargo, a solicitud de la administración tributaria respectiva, del funcionario ejecutor o 
de sus procuradores, El Jueza o Juez de lo Contencioso Tributario que conozca de la causa 
podrá ordenar como medidas precautelarías las previstas en el artículo 164 del Código 
Tributario (Medidas precautelarías.- El ejecutor podrá ordenar, en el mismo auto de pago o 
posteriormente, el arraigo o la prohibición de ausentarse, el secuestro, la retención o la 
prohibición de enajenar bienes. 
 
Al efecto, no precisará de trámite previo. El coactiva do podrá hacer cesar las medidas 
precautelarías, de acuerdo a lo previsto en el artículo 248 de este Código Tributario. 
 
En caso de que el sujeto pasivo afectado por la imposición de las medidas cautelares 
mencionadas en el inciso primero, impugnare la legalidad de las mismas, y en sentencia 
ejecutoriada se llegare a determinar que dichas medidas fueron emitidas en contra de las 
disposiciones legales consagradas en este Código, el funcionario ejecutor responderá por los 
da), en los casos y con los requisitos señalados en la misma norma.  
 
3.7 CESACIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES:  
 
Afianzamiento.- Para hacer cesar las medidas cautelares que se ordenen en procedimientos de 
ejecución o en el trámite de la acción contencioso - tributaria, deberá afianzarse las 
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obligaciones tributarias por un valor que cubra el principal, los intereses causados hasta la 
fecha del afianzamiento y un 10% adicional por intereses a devengarse y costas, por uno 
cualquiera de los siguientes modos: 
 
1. Depositando en el Banco Nacional de Fomento, sus sucursales o agencias, en cuenta 
especial a la orden del Contencioso Tributario, en dinero efectivo, o en acciones de compañías 
nacionales, bonos y más efectos fiduciarios, emitidos en el país, previa certificación de su 
cotización por la Bolsa de Valores; 
 
2. Mediante fianza bancaria, otorgada por cualquiera de los bancos nacionales o sus agencias, 
o de los bancos extranjeros domiciliados o con sucursales en el país; 
 
3. Constituyendo a favor del ente acreedor de los tributos, hipoteca o prenda agrícola, 
industrial o especial de comercio, con las formalidades que en cada caso exijan la ley o los 
reglamentos; 
 
4. Mediante fianzas personales de terceros, cuando la cuantía de la obligación principal no 
exceda de cuatro mil dólares de los Estados Unidos de América. En estos casos, no se aceptará 
constituir por cada fiador una garantía superior a ochocientos dólares de los Estados Unidos de 
América. 
 
5. Mediante póliza de fidelidad, constituida por cualquier compañía aseguradora nacional; y, 
 




La constitución de la hipoteca o prenda se admitirá, si se comprueba que los bienes ofrecidos 
pertenecen al deudor o fiador; que alcanzan a cubrir el valor de las obligaciones exigidas, sus 
intereses, multas y el porcentaje adicional señalado en el artículo anterior, y que sobre ellos no 
pesan embargo o prohibición de enajenar, ni que soportan otros gravámenes o se encuentren 
en poder de terceros con título inscrito. Para el efecto, se presentarán los títulos de dominio, 
los certificados de registro correspondientes y los de avalúo oficial, caso de haberlo. 
 
Las fianzas personales se admitirán si se acredita la solvencia moral del garante, mediante 
certificado otorgado por dos personas connotadas del domicilio del deudor; y, su solvencia 
económica por certificados del registrador de la propiedad, sobre bienes que posea, con 
indicación de los gravámenes de que estén afectados y los avalúos oficiales respectivos. 
 
Las garantías bancarias para afianzar créditos tributarios se constituirán mediante 
comunicación escrita del gerente de la institución otorgante, dirigida al Presidente del Tribunal 
o de la sala que conozca del asunto, en que se exprese que el banco garante sin condición 
alguna, pagará las obligaciones garantizadas cuando lo ordene el tribunal, en la sentencia que 
pronuncie o cuando lo requiera el ejecutor en cumplimiento de la misma. Dichas garantías no 
contendrán plazo de expiración y si de hecho lo contuvieren se entenderán otorgadas sin ese 
plazo y no podrán ser retiradas por el banco fiador una vez constituidas, a menos que se las 
reemplace a satisfacción del tribunal. 
 
Admitida la fianza y ordenada la abstención de que se inicie el procedimiento de ejecución o 
la suspensión del mismo, se notificará el particular al funcionario ejecutor, mediante oficio. 
 
El ejecutor que no cumpla esta orden, será responsable de las costas, daños y perjuicios que se 




3.8 LA ACUMULACIÓN DE AUTOS 
 
 
De acuerdo al Art. 255 del Código Tributario.- procederá la acumulación de autos que se 
encuentren en conocimiento en una o en diversas salas, a solicitud de parte legítima, en los 
siguientes casos: 
 
1. Cuando el actor tenga pendiente demanda sobre igual asunto o por hecho generador de igual 
naturaleza, aunque el ejercicio impositivo fuere distinto; 
 
2. Cuando los actos o resoluciones administrativos, que son materia de los respectivos juicios, 
guarden estrecha relación entre sí o los tributos provengan de un mismo hecho, aunque 
correspondan a distintas administraciones tributarias; y, 
 
3. Cuando siendo distintos los demandantes de los juicios, cuya acumulación se pretende, la 
sentencia que recaiga en el uno pueda afectar el derecho o al interés directo que se discute en 
el otro, por provenir las controversias de un mismo hecho generador. 
 
No se decretará la acumulación de causas que requieran diversa sustanciación, a menos que se 
encuentren en estado de sentencia. El juicio de excepciones no se acumulará al de 
impugnación o de acción directa, salvo que en uno de ellos se hubiere afianzado 






3.9 TRÁMITE DE LA ACUMULACIÓN DE AUTOS 
 
El trámite de las solicitudes de acumulación se sujetará a las siguientes normas: 
 
1a. Si los juicios cuya acumulación se pide se encuentran en la misma sala, se resolverá sobre 
la petición dentro de tres días; 
 
2a. Si los juicios se encuentran en distintas salas, la petición se presentará a la que conozca del 
juicio que primeramente se haya promovido. 
 
El Presidente de esta Sala correrá traslado de la solicitud a la otra, a fin de que, dentro de tres 
días, acepte o no la pretensión del solicitante. De aceptarla, se remitirá en el acto el proceso a 
la sala provocante. 
 
Caso contrario, los presidentes de las salas convocarán a una reunión conjunta, en la que se 
hará relación de ambos procesos y se decidirá por mayoría absoluta sobre si procede o no la 
acumulación. 
 
De producirse empate en la votación, el asunto será resuelto por el Presidente de la Sala que 
no hubiere intervenido en la decisión; y, si así, persistiere el empate el Presidente del Tribunal 
Distrital de lo Fiscal lo resolverá con voto dirimente; y, 
 
3a. Resuelta la procedencia de la acumulación, pasarán los procesos a la sala que conozca de 
la causa más antigua, entendiéndose por tal aquella que se refiera a la obligación que 
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primeramente se hubiere generado. De referirse los procesos a un mismo ejercicio, se atenderá 
al orden cronológico de presentación de las demandas ante el Tribunal.  
 
3.10 LA PRUEBA 
 
Art. 292.- Término probatorio y sentencia.- Contestada la demanda, si hubiere hechos que 
justificar, se abrirá la causa a prueba por el plazo de cinco días, vencido el cual se dictará 
sentencia, en la que, de aceptarse la acción, se declarará extinguida la obligación o se 
dispondrá la imputación del pago parcial correspondiente y se ordenará que el banco 
consignatario acredite en la cuenta de la administración tributaria demandada los valores 
materia de la consignación. De haberse suspendido o dejado de realizar uno o más actos, por la 
falta de pago objeto de la consignación, en la sentencia se ordenará también la ejecución de 
tales actos. 
 
De acuerdo a la carga de la prueba es obligación del actor probar los hechos que ha propuesto 
afirmativamente en la demanda y que ha negado expresamente la autoridad demandada, salvo 
aquellos que se presuman legalmente. Los hechos negativos deberán ser probados, cuando 
impliquen afirmación explícita o implícita, sobre la exención, extinción o modificación de la 
obligación tributaria. 
 
Se presumirán válidos los hechos, actos y resoluciones de las administraciones tributarias que 
no hayan sido impugnados expresamente en la reclamación administrativa o en la contenciosa 
ante el tribunal, o que no puedan entenderse comprendidos en la impugnación formulada sobre 
la existencia de la obligación tributaria. 
 
Respecto de los impugnados, corresponderá a la administración la prueba de los hechos y 




Las pruebas admisibles son todos los medios de prueba determinados en la ley, excepto la 
confesión de funcionarios y empleados públicos. 
 
Los informes que emitan las autoridades demandadas por disposición del tribunal, sobre los 
hechos materia de la controversia, no se considerarán confesión. 
 
La prueba testimonial se admitirá sólo en forma supletoria, cuando por la naturaleza del asunto 
no pueda acreditarse de otro modo hechos que influyan en la determinación de la obligación 
tributaria, o en la resolución de la controversia. 
 
La Sala del  Contencioso Tributario que conozca del asunto, podrá rechazar la petición de 
diligencias que no se relacionen con la materia controvertida, sin que tal pronunciamiento 
comporte anticipación alguna de criterio. 
 
Las pruebas pueden presentarse junto con la demanda o escrito inicial de que se trate, o dentro 
del período probatorio que se conceda para el efecto.  
 
La respectiva Sala del Contencioso Tributario podrá, en cualquier estado de la causa, y hasta 
antes de sentencia, ordenar de oficio la presentación de nuevas pruebas o la práctica de 
cualquier diligencia investigativa que juzgue necesaria para el mejor esclarecimiento de la 
verdad o para establecer la real situación impositiva de los sujetos pasivos, inclusive la 
exhibición o inspección de la contabilidad o de documentos de los obligados directos, 
responsables o terceros vinculados con la actividad económica de los demandantes. Los 
terceros que incumplieren la orden del tribunal serán sancionados por la respectiva sala con 




El Tribunal podrá comisionar a autoridades judiciales o administrativas la práctica de 
actuaciones o diligencias que deban efectuarse fuera de su sede. Cuando el mismo Tribunal 
sea el que practique aquellas diligencias, los gastos de movilización, transporte, subsistencia y 
alojamiento que ocasionen, inclusive los que correspondan al procurador de la autoridad 
demandada, se harán con cargo a las partidas correspondientes, que, forzosamente, constarán 
en el Presupuesto General del Estado y de los presupuestos de las administraciones tributarias 
respectivas, en los capítulos correspondientes.  
 
Si las diligencias fuera de la oficina o de la sede del tribunal fueran solicitadas por el actor o 
por un tercero interesado, o si no existiere partida presupuestaria para el efecto, o 
disponibilidad en ella, o no pudiere hacerse efectiva la asignación, los gastos serán de cuenta 
del solicitante, quien depositará en la Secretaría de la respectiva sala los valores que se 
precisen, de acuerdo al Art. 264 del cuerpo de leyes citado 
 
3.11 VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS 
 
A falta de prueba plena, el tribunal decidirá por las semiplenas, según el valor que tengan 
dentro del más amplio criterio judicial o de equidad. Podrá también establecer presunciones, 
que deducirá de los documentos y actuaciones producidos por las partes y de todas las pruebas 
que hubiere ordenado de oficio, inclusive de aquellas que se presentaren extemporáneamente, 
siempre que con ellas pueda esclarecerse la verdad o ilustrar el criterio de los ministros. 
 
Cuando lo considere necesario o lo soliciten las partes, el tribunal ordenará a la administración 
se le remita, el proceso administrativo o los documentos que existieren en sus archivos, en 




En caso de incumplimiento de esta orden, el tribunal estará a lo afirmado por la parte 
interesada, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurrirán los funcionarios y empleados 
remisos, por las consecuencias que se deriven de su omisión y de las sanciones a que se hagan 
acreedores. 
 
3.12 DESISTIMIENTO Y ABANDONO 
 
El Art. 265 Código Tributario indica que quien hubiera propuesto una acción ante el Tribunal 
Distrital de lo Fiscal o interpuesto un recurso podrá desistir de continuarlos hasta antes de 
notificarse a las partes para sentencia, siempre que así lo manifieste por escrito y reconozca su 
firma y rúbrica. 
 
Por las personas jurídicas pueden desistir sus representantes legales, si demuestran que están 
debidamente autorizados para ello. 
 
3.13 EFECTOS DEL DESISTIMIENTO 
 
El desistimiento de una acción contencioso - tributaria o de un recurso, deja ejecutoriado el 
acto, resolución, o sentencia que fue materia de la acción o recurso; pero, por el desistimiento, 
no quedarán sin efecto las garantías que se hubieren constituido para obtener la suspensión del 
procedimiento de ejecución, a menos que se paguen las obligaciones afianzadas.  
 
Se declarará abandonada cualquier causa o recurso que se tramite en el Tribunal Distrital de lo 
Fiscal, cuando haya dejado de continuarse por más de sesenta días, contados desde la última 
diligencia practicada o desde la última petición presentada en el juicio, siempre que el trámite 




En las acciones de pago indebido o en las de impugnación de resoluciones que nieguen la 
devolución de lo indebida o excesivamente pagado, el plazo para el abandono será de dos 
años, cuando se hubiere dejado de continuarlas en los mismos casos del inciso anterior. No 
procederá el abandono en contra de las entidades acreedoras de tributos. 
 
3.14 EFECTOS DEL ABANDONO 
 
La declaración de abandono pone término al juicio en favor del sujeto activo del tributo y 
queda firme el acto o resolución impugnados, o deja ejecutoriadas las providencias o 
sentencias de que se hubiere recurrido. En consecuencia, el tribunal ordenará, si es del caso en 
el mismo auto, la continuación de la coactiva que se hubiere suspendido o su iniciación si no 
se hubiere propuesto o que se hagan efectivas las garantías rendidas sin lugar a ninguna 
excepción. 
 
Tanto el desistimiento como el abandono darán lugar a la condena en costas, en las que se 
incluirá el honorario del defensor de la autoridad demandada, que se regulará de acuerdo a su 
intervención en la causa y al mérito del trabajo realizado. 
 
3.15 LA SENTENCIA 
 
Concluida la tramitación el tribunal pronunciará sentencia dentro de treinta días de notificadas 
las partes para el efecto. Antes de sentencia, las partes podrán presentar informes en derecho o 




La sentencia será motivada y decidirá con claridad los puntos sobre los que se trabó la litis y 
aquellos que, en relación directa a los mismos, comporten control de legalidad de los 
antecedentes o fundamentos de la resolución o acto impugnados, aun supliendo las omisiones 
en que incurran las partes sobre puntos de derecho, o apartándose del criterio que aquellos 
atribuyan a los hechos. 
 
3.16 EFECTOS DE LA SENTENCIA  
 
Salvo cuando se hubiere interpuesto recurso de casación, las sentencias que dicte el tribunal 
son definitivas y producen efecto de cosa juzgada. Por consiguiente, no podrá revocarse o 
alterarse su sentido, en ningún caso; pero podrán aclararse o ampliarse, si se lo solicita dentro 
del plazo de tres días de notificadas. 
 
La aclaración tendrá lugar si la sentencia fuere obscura; y la ampliación, cuando no se hubiere 
resuelto alguno de los puntos controvertidos o se hubiere omitido decidir sobre multas, 
intereses o costas. 
 
El error de cálculo en que se incurra en la sentencia, podrá ser enmendado en cualquier 
tiempo, mientras no se hubiere satisfecho la obligación. 
 
Los autos y decretos contenidos en la sentencia pueden aclararse, ampliarse, reformarse o 
revocarse, de oficio o a petición de parte, si se lo solicita dentro del plazo de tres días de 
notificados. Concedida o negada la revocación, aclaración, reforma o ampliación, no se podrá 
pedir por segunda vez. Las solicitudes que contravengan esta prohibición, serán desechadas de 
plano y al peticionario se le impondrá una multa de ocho a cuarenta dólares de los Estados 




Dentro de la sentencia existirá la condena en costas siempre que a juicio del tribunal hubiere 
mala fe o temeridad manifiesta en alguna de las partes, en la sentencia que acepte o deseche la 
acción, condenará en costas al vencido. Entre estas costas figurarán las causadas según los 
artículos 263 y 264 y los honorarios de peritos, de procuradores y de abogados que, serán 
determinados según la importancia del asunto y el mérito del trabajo realizado, en un valor que 
en ningún caso superará al 10% del tributo que causen las glosas desvanecidas o confirmadas, 
según corresponda. No se incluirán en estas costas los honorarios libremente pactados por las 
partes con sus abogados o peritos. 
 
Las costas declaradas a cargo del demandante o del recurrente, serán recaudadas en el mismo 
procedimiento coactivo en que se ejecute o deba ejecutarse el crédito tributario, o en otro 
independiente, sirviendo de suficiente título la copia de la sentencia del tribunal y la 
liquidación practicada por el Secretario de la Sala respectiva. 
 
Por las costas declaradas a cargo de las autoridades demandadas se emitirá a favor del 
demandante una nota de crédito, que será admitida por los recaudadores tributarios del ramo, 
en pago total o parcial de obligaciones tributarias, pudiendo el contribuyente imputar 
directamente en pago de obligaciones de esta clase, en sus declaraciones de tributos.  
 
3.17 INCUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA 
 
El funcionario o empleado que, por interés personal, afecto o desafecto a una persona natural o 
jurídica, rehusare o se negare a cumplir, o impidiere el cumplimiento de las sentencias, 
resoluciones o disposiciones del Contencioso Tributario, será sancionado por prevaricato, con 
arreglo al Código Penal; más, los daños y perjuicios causados, los indemnizará la 
administración a que pertenezca dicho funcionario o empleado, con derecho de repetición de 
conformidad con lo dispuesto en el Art. 20 de la Constitución Política de la República, por la 









Técnica de obtención de requisitos que consiste en hablar con un usuario. 
 
ENTREVISTA REALIZADA A LA LIC. MAYRA UNDA, SECRETARIA DEL SRI 
(SERVICIO DE RENTAS INTERNAS) DE SANTO DOMINGO DE LOS TSÁCHILAS. 
 
1. ¿Existen muchos casos del juicio de excepciones a la coactiva tributaria en el SRI de 
Santo Domingo de los Tsáchilas? 
 
 Actualmente han aumentado el número de demandas de excepciones a la coactiva 
tributaria, pues los contribuyentes ya tienen mayor conocimiento sobre sus derechos 
tributarios. 
 
2. ¿Cree usted que existe suficiente información para que los contribuyentes puedan 
defenderse cuando injustamente se ha iniciado un juicio coactivo por las entidades 
Públicas? 
 
 Creo que la información que se brinda a los usuarios, no es la suficiente puesto que el 
gobierno debería emprender campañas por los bastos medios de comunicación y hacer 
llegar a sus contribuyentes esta información tan indispensables en la cultura general de la 
Tributación, y de esta manera se evite que sean violados los derecho de los ciudadanos. 
 
3. ¿Cree que hay celeridad y tutela judicial por parte del estado en los juicios de excepciones 




 Pienso que es un derecho garantizado en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
de Control Constitucional y en la Ley Orgánica de la Función Judicial y si a veces no se la 
aplica es por la negligencia de los Jueces de Coactiva 
 
4. ¿Piensa que el estado debería implementar métodos más rápidos para solucionar 
conflictos tributarios y evitar juicios muy largos? 
 
 Creo que debería dar capacitaciones a Jueces y funcionarios del Palacio de Justicia, para 
que estos den soluciones rápidas a dichos juicios ya que los mismos resultan costos a los 
contribuyentes y de largo plazo. 
 
5.1.2 ENCUESTAS  
 
Conjunto de preguntas a las que el sujeto puede responder oralmente o por escrito, cuyo fin es 



















UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
ESCUELA DE DERECHO 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA 
 
ENCUESTA: JUICIO DE EXCEPCIONES A LA COACTIVA. 
ENCUESTA DIRIGIDA A LOS FUNCIONARIOS DEL PALACIO DE JUSTICIA DE 
SANTO DOMINGO DE LOS TSACHILAS 
 
Por favor del siguiente banco de preguntas coloque una x acorde a sus conocimientos: 
1. ¿Cree que existe rigidez en el Código Tributario? 
 




2. ¿Conoce acerca de las excepciones que se propone en el Juicio de Coactiva? 
 
  Si  __ 
  No __ 
 
 
3. ¿Sabe qué consecuencias trae poner excepciones dentro de un Juicio Coactivo? 
 




4. ¿Conoce usted un caso en el que el Estado haya perdido un proceso coactivo? 
 




UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
ESCUELA DE DERECHO 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA 
 
ENCUESTA: JUICIO DE EXCEPCIONES A LA COACTIVA. 
ENCUESTA DIRIGIDA A LOS PROFESIONALES DEL DERECHO DEL COLEGIO 
DE ABOGADOS DE SANTO DOMINGO DE LOS TSACHILAS.  
 
Por favor del siguiente banco de preguntas coloque una x acorde a sus conocimientos: 
 
1. ¿Crees usted que el estado puede garantizar la correcta aplicación de justicia en los juicios  de 
coactiva en el Derecho Tributario Ecuatoriano? 
                    
    Si  __ 
    No __ 
 
2. ¿Ha tenido que litigar con juicios de excepciones a la coactiva tributaria? 
 
     Si  __ 
     No __ 
 
3. ¿Cree que es necesario que el estado de soluciones mas rápidas, agile y prácticas para evitar 
largos juicios en el proceso coactivo? 
 
         Si  __ 
No __ 
 
4. ¿Cree que es necesario hacer cambios al Código Tributario vigente? 
 




UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
ESCUELA DE DERECHO 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA 
 
ENCUESTA: JUICIO DE EXCEPCIONES A LA COACTIVA. 
ENCUESTA DIRIGIDA A LOS ESTUDIANTES DE LA UNIVERSIDAD UNIANDES. 
Por favor del siguiente banco de preguntas coloque una x acorde a sus conocimientos: 
1. ¿Cree que es importante que en el pensum académico se aumente materia sobre tributación? 
         Si  __ 
No __ 
2. ¿Conoce usted sobre los juicios de excepciones a la coactiva en el derecho tributario? 
          Si  __ 
No __ 
3. ¿existe en su universidad casos prácticos sobre Juicios Coactivos en materia Tributaria? 
Si  __ 
         No __ 
4. ¿Cree que el S.R.I. emite suficiente información para que los contribuyentes sepan acerca de 
sus derechos y obligaciones tributarias? 
         Si  __ 
No __ 
5. ¿Crees que existe suficiente información por parte del estado acerca de los juicios de coactiva 
tributaria? 










5.1.3 ANALISIS DE RESULTADOS. 
 
El análisis de resultados puede aplicarse en varios contextos, desde simplemente una 
interpretación de los datos obtenidos de un gráfico, o experimento de laboratorio para sacar 
conclusiones rápidas, hasta una aplicación más técnica donde el análisis de resultados o de 
datos se refiere al paso de la investigación donde se busca aceptar o refutar la hipótesis 
planteada. 
 
En ese último sentido el análisis de resultados es parte de todo trabajo de investigación 
científica (es parte del método científico). Se deben manejar bien las estadísticas, herramienta 
básica para el análisis, y se suelen usan gráficos y tablas para representar las mediciones 
además de las simples listas tabuladas con las variables medidas y su valor (hablando del 
análisis cuantitativo, característico de las ciencias; también es posible un análisis cualitativo en 
otros ámbitos). Después del análisis, se pueden pasar a la interpretación, o sea de los datos 




El concepto de esquema también se utiliza para referirse al resumen de 
un escrito, discurso o teoría, que atiende solo a sus líneas o caracteres más significativos 











Un gráfico es una representación de datos, generalmente numéricos, mediante líneas, 
superficies o símbolos, para ver la  
Relación que guardan entre sí. 
 
POBLACION.- Es el conjunto de elementos motivo de la investigación. Los parámetros: se 
denomina a los valores numéricos que corresponden a características de la población 
 
MUESTRAS.- Es una parte de la población, de cuyo análisis se puede obtener características 




1. Que la muestra sea representativa 
2. Que el margen de error posible este dentro del limite 
3. Que el tamaño de la muestra sea conveniente para que sus resultados sean satisfactorios. 
 
Quienes van a ser medidos, dependen de precisar claramente el problema a investigar y los 
objetivos de la investigación. Estas acciones nos llevan a delimitar un problema. 
 
5.4 MUESTRA DE LA POBLACION INVESTIGADA  
 
La investigación se realizara en la ciudad de Quito con una población de 500 personas, 
entendidas e involucradas en materia tributaria. De esta población se tomara una muestra 
pirobalística, aleatoria, estratificado, proporcional de 100 personas. 
 








ESTRATO NUMERO PORCENTAJE 
 Empleados de la 
administración publica 
 Abogados tributarios 
 Contribuyentes 
 Jueces de coactiva de la 
administración publica 
    15 
     
    20 
    50 
    15 
       15 
 
       20 
       50 
       15 




Encuesta realizada a 20 contribuyentes de la ciudad de Quito. 




Fuente: 20 contribuyentes del cantón Quito 




De acuerdo a los resultados obtenidos el 95% de los contribuyentes no sabía que podían 
proponer excepciones al proceso coactivo, el 5% si lo sabía. 
 
Interpretación 
Definitivamente por los resultados se nota un gran desconocimiento por parte de los 




ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 
 Si 
 No 
          1 
         19 
           
       
     5%   
    95% 
TOTAL 20  100% 
99 
 
Tabla N° 2 
1.-¿Sabe cuáles son los pasos  seguir dentro de un juicio d excepciones en derecho tributario? 
 
 
Fuente: 50 Usuarios del SRI de Santo Domingo de los Tsáchilas. 






De acuerdo a los resultados obtenidos el 90% de la población tiene un total desconocimiento 
de lo que es un juicio de excepciones dentro del derecho tributario. 
Interpretación 
Nos damos cuenta de que la población desconoce totalmente sus derechos y obligaciones en el 






ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE 
 Si 
 No 
          5 
         45 
           
       
     10%   
     90% 





¿Confía usted en la correcta aplicación de la justicia por parte del estado siendo este juez y 
parte? 
 
Fuente: 100 usuarios del Palacio de Justicia de Santo Domingo de los Tachillas 




Es impresionante el resultado obtenido, 100% de la población desconfía totalmente de la 
aplicación eficaz de justicia cuando el demandado es el mismo estado. 
 
Interpretación 
La justicia es dar a cada quien lo que se merece, por ende la población debería confiar 
















       
0% 
100% 












JUZGADO:     Primero Especial de Coactivas. 
SEGUIDO POR:   La Tesorería Metropolitana. 
EN CONTRA DE:   CASA DE VALORES PRIME SA. 
FECHA DE INICIO:    03 de junio de 2004. 
CUANTÍA:    1.320,02 
CONCEPTO:    Patente Municipal año 2003. 
RESPONSABLE:   Dr. Patricio Jara. 
JUEZ DE COACTIVA:   Dr. Nelson Melo Melo. 
SECRETARIO:    Lcdo. Marco Lucio V. 
OBSERVACIONES:   Deduce excepciones. 
JUICIO DE EXCEPCIONES: 22547-C 
SALA: Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 1 
 
NOTIFICACIÓN 
La Tesorería Metropolitana notifica al representante legal de la CASA DE VALORES PRIME 
S.A. mediante tres boletas del 04, 16 y 17 de junio de 2004, aparejando los respectivos título 
de crédito indicando que adeuda al I. Municipio de Quito la suma de $ 1.320,02 por concepto 







DOCUMENTOS ADJUNTOS CON LA NOTIFICACIÓN 
 
1. Fotocopia de la Acción de Personal de la cual consta el encargo del Juzgado Primero 
Especial de Coactivas al Dr. Nelson Melo, para que conozca de la causa, con fecha 06 de 
septiembre de 2004. 
2. Fotocopia del o0ficio original el mismo que contiene la Orden de Cobro General parte de la 
iniciación de la acción coactiva sobre títulos vencidos al año 2003 con fecha 06 de 
septiembre de 2004. 
3. Fotocopia del título de crédito original fundamento del Procedimiento de Ejecución No. 
10193607-M.A. con fecha 06 de septiembre de 2004 
4. Fotocopia de la hoja de ingreso a trámite del reclamo de excepciones deducido dentro del 
presente coactivo con fecha 06 de septiembre de 2004. 
5. Fotocopia del nombramiento del Gerente General que se adjunta al escrito original de 
excepciones precedente con fecha 06 de septiembre de 2004. 
6. Fotocopia del certificado de cancelación del RUC que se adjunta al escrito original de 
excepciones precedente con fecha 06 de septiembre de 2004. 
7. Fotocopia de la Escritura de Contrato de Fusión por Absorción Disolución Voluntaria y 
Aumento de Capital con sus respectivos documentos habilitantes, emitido por la notaria 











COPIA DE LA DEMANDA 
 
Nelson Melo 
Juez Especial de Coactiva 
 
José Luis Nieto Jarrín, en mi calidad de Gerente General y como tal representante legal de la 
compañía PICHINCHA CASA DE VALORES; conforme lo demuestro con el nombramiento 
que acompaño, dentro del juicio coactivo Nro. 10193607 seguido en contra CASA DE 
VALQRES PRIME SA., ante su autoridad comparezco y respetuosamente le digo: 
 
2.-La compañía CASA DÉ VALORES PRIME S.A., por efectos de la mencionada fusión, se 
disolvió voluntariamente y por lo tanto a cesado sus actividades económicas. En prueba 
fehaciente de e1lo acompañó certificación de cancelación de Registro Único de 
Contribuyentes conferida por el Servicio de Rentas Internas; y copia de escritura de fusión 
debidamente inscrita .en el Registro Mercantil del cantón Quito. 
 
3.- El Art.27 del Código Tributario señala como Responsable como Adquirente o Sucesor a las 
sociedades que sustituyan a otras, haciéndose cargo del activo y del pasivo, en todo o en parte, 
sea por fusión, transformación, absorción o cualesquier otra forma. La misma disposición 
también señala que la responsabilidad comprenderá a los tributos adeudados por aquellas hasta 
la fecha de1 respectivo acto; 
 
4- El acto por el cual PICHINCHA CASA DE VALORES. PICAVAL SA.; absorbió por 
fusión a CASA DE VALORES PRIME S.A., se celebró mediante otorgada ante la notaria 
Trigésima Primera del cantón Quito, doctora Manda Pozo mediante resolución del Intendente 
de Mercado de Valores de la Superintendencia de Compañías Nro. Q. IMV. 02.1835 de 2 de 
mayo del 2002 e inscrita en el Registro Mercantil del cantón Quito el 15 de Mayo del 2002. 
 
Además cabe señalar que compañía que la cancelación del Registro Único de Contribuyentes 




Por lo expuesto, y en vista que el Título de Crédito por un valor de USS 1.320,02 por concepto 
de impuesto de Patente Municipal es generado por el año 2003, es decir después que CASA 
DE VALORES PRIME SA., finalizo su actividad económica o actividad gravada opongo las 
siguientes excepciones: 
 
1.- Ni la compañía PICHINCHA CASA DE VALORES. PICAVAL SA.; ni mi persona somos 
deudores directos ni responsables de la obligación exigida; 
 
2.- Existe Nulidad del Título de Crédito por quebrantamiento de las normas que rigen su 
emisión. 
 
Autorizo expresamente al doctor Eduardo Aguirre Mena, abogado con quien suscribo para que 
reciba notificaciones relacionadas con el presente asunto, o presente los escritos necesarios 
dentro del presente trámite 
 
Le solicito además se sirva proceder en el presente caso conforme al Art. III 417 del Código 
Municipal para el Distrito Metropolitano de Quito. 
 
Notificaciones las recibiré en el casillero judicial 1130 del Palacio de Justicia de Quito. 
 
Jorge Luis Nieto Jarrín    Dr. Eduardo Aguirre Mena 





El Quito, 24 de Septiembre del 2004 remite al despacho del PRESIDENTE DEL H. 
TRIBUN4L DISTRITAL DE LO FISCAL el Expediente Administrativo Municipal, el mismo 
que contiene al Procedimiento de Ejecución No. 10193607-M.A, que se sigue en contra de la 
Empresa CASA DE VALORES PRIME S.A., representada por José Luis Nieto Jarrín; en su 
calidad de Gerente General, quien ha deducido excepciones oponiéndose al presente 
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procedimiento, las mismas que por ser deducidas dentro del término previsto en el Art. 215 del 
Código Tributario se acepta trámite y se ordena se remita al H. Tribunal Distrital de lo Fiscal 
No. 1, en copias debidamente certificadas conjuntamente con las demás piezas procesales 
actuadas en este procedimiento coactivo, en 33 fojas, a las que se adjunta 2 copias de la 




LO ACTUADO EN LA SEGUNDA SALA DEL TRIBUNAL DISTRITAL DE LO 
FISCAL NO. 1 
Avoca conocimiento de la causa señalando 
ACTOR:    Pichincha Casa de Valores Pime SA 
AUTORIDAD DEMANDA  Tesorero del Distrito Metropolitano de Quito 
CUANTIA    Indeterminada  
 
El 25 de Octubre de 2004 la Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 1 
Solicita al Tesorero del Distrito Metropolitano de Quito que conteste a las excepciones 
propuestas por el excepcionan te. 
 
11 de noviembre de 2004 
Notifica con la demanda y providencia al director financiero del Municipio de Quito y al Juez 












CONTESTACION A LA DEMANDA 
 
Doctor Efrén Gavilanes ReaI Director Nacional de Patrocinio, Delegado del Procurador 
General del Estado, conforme o disponen los artículos 2 y 6 de la Codificación de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría Ge eral del Estado; y, 23 del Estatuto Orgánico por Procesos y 
Reglamento Orgánico Función Judicial, dentro del juicio de excepciones No. 22547-JC, 
seguido por José Luis Nieto Jarrín, en calidad de Gerente General y Representante Legal de la 
compañía PICHINCHA CASA DE VALORES, en contra del Municipio Metropolitano de 
Quito, a ustedes manifiesto: 
 
Mis nombres, apellidos y la calidad en la que comparezco son los antes indicados, 
ecuatoriano, mayor edad, casado, de profesión Doctor en Jurisprudencia; y, domiciliado en 
esta ciudad de Quito, Distrito Metropolitano. 
 
Doy contestación a la ilegal e improcedente demanda en los siguientes términos: 
 
Los artículos 2 y 72 ordinal 2d reformado de la Ley de Orgánica de Régimen Municipal, 
publicada en el Registro Oficial No. 315 de 26 de agosto de 1982, y 4 de la Ley de Régimen 
del Distrito Metropolitano de Quito, contemplan que, el Municipio del Distrito Metropolitano 
de Quito es una persona jurídica de derecho público con patrimonio propio y con capacidad 
para realizar actos jurídicos que fueren necesarios para el cumplimiento de sus fines, y la 
representación judicial la ejerce el Procurador del Distrito Metropolitano. 
 
Los artículos 7 y 5 literal c) e la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado, 
codificada; establecen que, el ejercicio del patrocinio de las entidades con personería jurídica, 
incumbe a sus representantes legales, directores, asesores jurídicos o procuradores judiciales, 
quienes serán civil, administrativa y penalmente responsables del cumplimiento de esta 
obligación, sin perjuicio de las atribuciones y deberes del Procurador. 
 
“Art. 5.- Del ejercicio del latrocinio del Estado.- Para el ejercicio del patrocinio del Estado, el 




c) Supervisar el desenvolvimiento de los procesos judiciales y de los procedimientos arbitrales 
y administrativos de impugnación o reclamo, n los que participen las instituciones del Estado 
que tengan personería jurídica, e intervenir con respecto a ellos, en defensa de los intereses del 
Estado, ante cualquier organismo, Corte, Tribunal o Juez, dentro del país o en el exterior; lo 
subrayado me corresponde. 
 
Por lo antes expuesto Propongo las siguientes excepciones: 
 
1.- Negativa pura y simple d los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda propuesta. 
 
2.- Hago mía la contestación a la demanda y las excepciones planteadas en la misma por el 
Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, en todo cuanto fuere procedente. 
 
3.- alego procedencia del proceso coactivo, en virtud de que el título de crédito materia del 
procedimiento de ejecución cumple con los requisitos exigidos en el artículo 151 del Código 
Tributario e igualmente el proceso coactivo cumple con los requisitos de ley. 
 
4.- Alego la improcedencia de la demanda y la falta de derecho del actor. 
 
5.- Alego nulidad, por cuanto e1 demandante no pide que se cite o notifique al Procurador 
General del Estado, único representante judicial de Estado, omisión de solemnidad sustancial 
que es causa de nulidad, de conformidad con el artículo 6 de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General del Estado, codificada, ya que ningún Juez o Tribunal está facultado 
legalmente para crear o extender demandas o reclamaciones y la citación de oficio al 
Procurador General del Estado no subsana la nulidad alegada. 
 
6.- Alego prescripción de la acción y caducidad del derecho del actor. Impugno la calificación 




No me allano a ninguna de las misiones de solemnidades sustanciales y nulidades de que se 
encuentre viciado éste procedo. 
 
En virtud de estas excepciones solicito señores Ministros rechazar la demanda, con la 
correspondiente condena en estas, de conformidad con los artículos 291 del Código Tributario 
y 4 de la Ley de Creación de Tasas Judiciales. 
 
Acompaño copia certificada de la Acción de Personal, documento con el cual acredito mi 
comparecencia. 
 
Notificaciones que me correspondan las el casillero judicial 1200. 
 
 
Doctor Efrén Gavilanes Real 
DIRECTOR NACIONAL DE PATROCINIO 
DELEGADO DELL PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
MAT. 1690 C.A.P. 
Presentado el día de hoy veinte y tres de noviembre del dos mil cuatro, las quince horas 















TÉRMINO DE PRUEBA 19 de enero de 2005 
 
Prueba presentada por PICHINCHA CASA DE VALORES, PICAVAL S.A. y CASA DE 
VALORES PRIME S.A. 
 
1. Escritura Pública de Fusión por absorción y disolución voluntaria y anticipada por las 
compañías PICHINCHA CASA DE VALORES, PICAVAL S.A. y CASA DE VALORES 
PRIME S.A. 
2. Certificación de la cancelación del Registro único de Contribuyente de la compañía CASA DE 
VALORES PRIME S.A. 
SENTENCIA 
 
TRIBUNAL DISTRITAL DE IO FISCAL No. 1, SEGUNDA SALA. Quito, martes 5 de 
enero del 2010, las 11h52. VISTOS. José Luís Nieto Jarrín, en representación de la Compañía 
PICHINCHA CASA DE VALORIES, dada su calidad de Gerente General, como lo justifica 
con 1a copia del nombramiento que acompaña a fojas. 6; concurre para oponer Excepciones 
ante el Juzgado Especial de Coactivas del Distrito Metropolitano de Quito, que ha dispuesto se 
le cite con el Auto de Pago dictado el 3 de junio de2005, en el Procedimiento Coactivo 
No.010193607 Resp. MA que pretende la cancelación del Título de Crédito No. 3543134 
(20030874571), emitido par el cobro de la suma de USS 1320,22 que, se afirma adeuda en 
concepto de: “IMPUESTO PATENTES MUNICIPALES 203 AMAZONAS AVD N.387”, 
por el ejercicio de 2003.- Las Excepciones a la Coactiva deducidas (fis. 30 a 31) se refieren a 
la Coactiva referida, y se basa en los numerales 4 y 10 del Art. 212 de1 Código Orgánico 
Tributario.- El Contribuyente afirma que: La compañía CASA DE VALORES PRIME SA., 
por efectos de fusión por absorción con compañía PICHINCHA CASA DE VALORES, 
PICAVAL S.A, ha sido disuelta voluntariamente, y en consecuencia de la mencionada fusión, 
la compañía PICHINCHA CASA DE VALORES PICAVAL S.A., en su calidad de1 
compañía absorbente, continúa actualmente en el ejercicio de sus actividades. 2.- La compañía 
CPSA DE VALORES PRIME S.A., por efectos de la menciona4a fusión ha cesado sus 
actividades económicas. 3.- El Art.27 del Código Orgánico Tributario señala que cuando 
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existe fusión, transformación, absorción, las sociedades que les sustituyen se transforman en 
Responsables tanto del activo como del pasivo. 4.- La cancelación del Registro Único de 
Contribuyentes de la compañía CASA DE VALORES PRIME S.A., se realizó el 15 de mayo 
del 2002, mientras que el Título de Crédito por US$ 1 320,02 por concepto de impuesto de 
Patente Municipal se emitió por el año 2003, es decir después que CASA DE VALORES 
PRIM SA., finalizó su actividad económica.- Remitido el Expediente, (fs. 1 a 32), el 24 de 
septiembre de 2004 se realiza el sorteo de Ley, en virtud del cual, ese Juicio, ha pasado a 
conocimiento de 
Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 1, como se indica en la Razón Actuarial 
de fis. 34 de los autos. Realizada la Calificación de la demanda (fjs: 38), previa justificación 
del pago 4e la respectiva Tasa Judicial, que n esa época era exigible, se ha procedido a su 
Notificación al Director Financiero del Municipio de Quito, tal como se indica a fs. 38 vta. - 
El Dr. Álvaro Ojeda Hidalgo, en calidad de Director Financiero Tributario del Municipio 
Metropolitano de Quito, comparece a contestar la demanda, negando los fundamentos de 
hecho y derecho de la demanda y argumentando que tanto los títulos de crédito como el 
procedimiento coactivo reúnen los requisitos establecidos por la Ley; y que, PICHINCHA 
CASA DE VALORES PICAVAL S.A. Y CASA DE VALORES PRIME 5 A son deudores 
del impuesto de patente municipal del año 2003, por cuanto el representante legal de 
PICAVAL, debió haber notificado al Municipio Metropolitano de Quito sobre la Fusión 
realizada puesto que cada una de las empresas, en forma individual obtuvieron patente de 
conformidad con lo que dispone el Art. 382 de la Ley de Régimen Municipal. Por la citación 
hecha a la Procuraduría General del Estado, ha concurrido el Dr. Efrén Gavilanes Real, 
justificando su calidad de Direct9r de Patrocinio, Delegado del Titular de dicho Organismo 
Estatal; este funcionario, en el escrito que ha sido incorporado a fis. 41 y 42 del Expediente, a 
más de oponerse a las excepciones señala domicilio para recibir las notificaciones que 
correspondan l referido Ente Público.- Trabada a Litis de la manera expuesta, fue abierta la 
Prueba de la Causa, por el término legal; se dispuso la práctica de las diligencias solicitadas 
por las partes agregaron los documentos presentados.- Agotada la sustanciación, la Causa se 
halla en estado 4e Resolución, para cuyo efecto, se formulan las siguientes consideraciones: 
PRIMERO: No :hay objeción respecto a la jurisdicción, competencia y validez procesal; que 
se reiteran, porque se trata de un asunto de naturaleza tributaria, identificado con la acción 1ra 
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del Art. 222 de la Codificación del Código Tributario, que aparece publicada del Registro 
Oficial Suplemento No. 38 de 14 de junio de 2005, y con lo que dh1lponen los Artículos 217 y 
218 del mismo Cuerno Legal.- Ese Tribunal Distrital de lo Fiscal N. 1 y esta Segunda Sala son 
competentes, además, por lo que disponen, especialmente, los Art. 173 y 178 No.3, de la 
Constitución Política de la República, aprobada en el Referéndum de 28 de septiembre de 
2008, que se halla publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008; que 
corresponden a los Artículos 191, 196 y 198 numeral 2 de la Carta Política, publicada en el 
Registro Oficial No. 1 de 11 de Agosto de 1998.- La competencia, además, deviene del, sorteo 
que oportunamente se ha practicado como se da cuenta en la correspondiente Razón Actuarial 
que consta del Proceso, y que se halla debidamente notificada; a las partes.- No se observa, en 
la tramitación procesal, la omisión de alguna solemnidad sustancial que pueda influir en la 
decisión ce la causa y amerite que se declare alguna nulidad.- SEGUNDO: Hay constancia 
procesal, que la Citación con el Auto de Pago se ha practicado legalmente, y que en el trámite 
de la causa se han cumplido las disposiciones legales establecidas. TERCERO: 3.1.- La Litis 
se ha trabado porque la Administración Tributaria ha iniciado un Procedimiento de Ejecución 
que, principalmente, procura el cobro del Impuesto de patentes municipales correspondiente al 
año 2003.- 3.2.- Tal pretensión, de 1a Autoridad Tributaria, es el motivo principal para la 
oposición hecha en el caso que se juzga con el presente Fallo, ya que, de su parte, el 
Contribuyente se excepciona alegando que al existir fusión por absorción de PICHINCHA 
CASA DE VALORES PICAVAL SA. Y CASA DE VALORES PRIME S.A., deja de existir 
la segunda y subsiste únicamente la primera, transformándose ésta PICAVAL, en la 
responsable tributaria de la empresa absorbida, es decir subsiste una sola empresa que debe 
pagar el impuesto a las patentes y no dos, como afirma la autoridad municipal. 3.3.- Las 
normas legales en las que se fundamenta el Excepcionante son: a) Los numerales 4 y 10 del 
Art. 213 del Código Tributario, con referencia a la Codificación que estaba vigente, i(Art. 212 
de la versión actual), que tiene el siguiente texto: “Al procedimiento de ejecución de créditos 
tributarios sólo podrán oponerse las excepciones siguientes: (...) 4.- El hecho de no ser deudor 
directo ni responsable de la obligación exigida; (...) 10 Nulidad del auto de pago o del 
procedimiento de ejecución por falsificación del título de crédito; por quebrantamiento de las 
normas que rigen su emisión, o falta de requisitos legales que afecten la validez del título o del 
procedimiento” b) El Art. 27 del Código Tributario (hoy Art. 28 del Código Orgánico 
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Tributario) que dice: “Responsable por adquirente o sucesor.- Son responsables como 
adquirentes o sucesores de bienes; (...) 3. Las sociedades que sustituyan a otras, haciéndose 
cargo del activo y del pasivo, con todo en parte, sea por fusión, transformación, absorción o 
cualquier otra forma. Comprenderá a los tributos adeudados por aquellas hasta la fecha del 
respectivo acto fjs .3.4.- Del proceso aparece la siguiente documentación: a) Un certificado 
RUC Sociedades, (fs. 7) del que consta que CASA DE VAL( RES PRIME S.A. canceló su 
Registro Único de Contribuyentes el 15 de mayo de 2002; b) El contrato de fusión por 
absorción, disolución voluntaria y aumentó 4e capital (fs. 8 a 24) expresado en escritura 
pública otorgada ante la Notaria Trigésima Primera del cantón Quito, doctora Manda Pozo 
Acosta. c) Copia certificada de la Resolución de la Ing. Rosa María Herboso de Serrano 
INTENDENTE DE MERCADO DE VALORES Nro. QIMV.02.t835 de 2 de mayo de 2002, 
inscrita en el Registro Mercantil del cantón Quito el 15 de mayo del 2002. 
3.4.- Con los documentos que aparecen de autos se confirma la existencia de la fusión por 
absorción, de la compañía PICHINCHA CASA DE VALORES PICAVAL S.A. (absorbente) 
con la compañía CASA DE VALORES PRIME SA. (absorbida), por tanto, dejaron de ser dos 
compañías para transformarse en una sola, 1r absorbente CASA DE VALORES PRIME S.A. 
que conforme lo dispone el Código Orgánico Tributario es por una parte contribuyente de sus 
propias obligaciones y por otra es responsable de las ob4gaciones de PICHINCHA CASA DE 
VALORES PICAVAL S.A. por lo tanto, esta última, dejó de ser sujeto de obligaciones pues 
con la absorción se trasladarán tanto los activos como los pasivos de la compañía absorbida.- 
3.5.- Adicionalmente, se encuentra probada procesalmente la disolución anticipada de CASA 
DE VALORES PRIME S.A., y cancelación del REC con fecha l5 de mayo de 2002 (fojas 7); 
por tanto, a partir de esa fecha dejó de ser sujeto de obligación tributaria, por lo que el tributo 
objeto de la coactiva, esto es, Patente correspondiente al año 2003, h sido emitido a cargo de 
una persona jurídica inexistente. En consecuencia, conforme lo dispuesto en el No. 3 del Art. 
28 del Código Orgánico Tributario, 1a Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo: Fiscal No. 1, 
ADMINISTRANDO JUSTICIA NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 
ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA 
REPÚBLICA, acepta las Excepciones deducidas por José Luís Nieto Jarrín, Gerente 3eneral, 
de la Compañía PICHINCHA CASA DE VALORES, oponiéndose al Procedimiento de 
Ejecución que ha sido detallado en la parte inicial de este Fallo; en consecuencia, declara la 
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nulidad del Título de Crédito  por ende que el Auto de Pago que le dio origen, no tiene 
sustento legal, no puede producir ningún efecto, y debe ser Archivado, sin perjuicio de que por 
las obligaciones de la compañía excepcionante responda la compaña absorbente, a partir de la 
fecha en que se produjo la fusión - Ejecutoriado este Fallo la Secretaria remitirá copia del 
mismo, al Director Financiero Tributario del Distrito Metropolitano de Quito, a fin de que, 
directamente o por medio del o de los Funcionarios encargados de las funciones Financieras y 
de Recaudación, se emitan la disposiciones que sean necesarias para su cabal e inmediato 



























Luego del estudio he llegado a las siguientes conclusiones: 
 
1. Hemos observado que tanto en la doctrina  como en las legislaciones estudiadas se ha 
detectado pronunciamientos, que al tratar sobre las excepciones, el legislador siempre se 
aleja de los condicionamientos bajo los cuales debe ceñirse la expedición de normas 
exceptivas;  las mismas que, de manera estricta se sujetaran a los principios 
constitucionales que rigen el sistema tributario. Lo anterior, no significa que, por el hecho 
de la mala aplicación de este instituto, el mismo sea dañino o perjudicial al entender su 
existencia. 
 
2. Queda en  pie – al finalizar esta investigación – el llamado a que el legislador ajuste su 
actuación a su derecho y no se deje llevar por sensacionalismos o actitudes demagógicas 
al buscar expedir normas tributarias que contienen excepciones en base a argumentos 
retóricos y no prácticos. La solución no es optar por la vía de la excepción y el privilegio, 
ya que ciertas exoneraciones pueden concluir con ello, por el hecho de la mala estructura 
que tienen. 
 
3. Debemos tener claro, alineándonos a cierta parte de la doctrina,  que ciertas exoneraciones 
o beneficios tributarios en general constituyen un gasto fiscal, ya que lo que no se recauda 
causa perjuicio a todos; por ello es imprescindible que se tenga en cuenta cual es el 
beneficio social y cual es en la perdida en la tributación. Analizar el costo-beneficio ya 
que, por el hecho de perseguir ciertos fines  no se puede pervertir el sistema tributario 




4. Los beneficios tributarios buscan promover el ejercicio de ciertas actividades económicas o 
conductas sociales con fundamento en otros postulados constitucionales, distintos del 
deber de contribuir, y reconocen abiertamente su función dirigiste hacia los objetivos 
deseados por el legislador, por tal razón, serán válidos si se analizan desde el punto de 
vista del beneficiario general. 
 
 
5.6 RECOMENDACIONES  
 
Luego del  análisis y estudio se ha llegado a las siguientes conclusiones. 
1. Debemos tener claro que el sistema tributario en general sufre grandes deterioros cuando 
las exclusiones del deber de contribuir no se inspiran en razonamientos sólidos de justicia, 
llegando a percibirse, muchas de las veces a éstas como privilegios. 
2. Para aquellos casos en que los administrados son afectados por actos administrativos que 
violan el ordenamiento jurídico, en nuestro país las normas recogen el control de 
legalidad. Este control existe en forma paralela al control constitucional, siendo 
competentes para ejercerlo en vía judicial el Contenciosos Tributario  y de lo contencioso 
administrativo. La presencia del control de legalidad de los actos administrativos se 
explica por sí sola. A diferencia de lo que ocurre con las leyes, en el caso de los actos 
emitidos por la Administración, previo control de constitucionalidad hay que añadir un 
nivel intermedio de control: el de las leyes y los actos normativos.   
3. Esto, porque los actos administrativos no encuentran su cimiento de validez directamente 
en la Constitución, a diferencia de las leyes, cuyo procedimiento de formación y creación 
está consagrado en las normas constitucionales. Los actos expedidos por la 
Administración se asientan en el contenido de leyes y actos normativos, y encuentran su 
fundamento de validez en la Constitución sólo de forma mediata. 
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4. Al hablar de control de legalidad nos estamos refiriendo al control que ocurre ajustado a los 
preceptos legales y estos necesariamente tienen como base de su existencia una norma 
constitucional, ya sea de forma directa o indirecta, lo que nos lleva a afirmar que toda 
ilegalidad material que afecte a un acto administrativo, implica una inconstitucionalidad, 
pues toda violación de la ley lo es también de la Constitución  de la República del 
Ecuador, ya que la ley y la Norma Suprema son parte de un mismo ordenamiento jurídico. 
5. En el mundo del Derecho Tributario las facultades de la administración no son 
discrecionales, basan su accionar en el principio de legalidad, por ello, al expedir un acto 
administrativo tiene que hacérselo cumpliendo con una serie de requisitos y con 
aplicación al sentido estricto de la norma, para que de esta de manera goce de legalidad y 
produzca los efectos jurídicos deseados. 
6.  El control de legalidad en materia tributaria se lo puede apreciar a través de dos vías: la 
administrativa y la judicial. En sede administrativa existen dos mecanismos que la ley ha 
establecido para efectuar este control, siendo estos el Recurso de Revisión y la Acción de 
Lesividad.  
7. Ambos son instrumentos, que obligan a la Administración a revisar su actuación y a 
corroborar que ésta se encuentre apegada a ley. En lo que a sede contenciosa se refiere, en 
base a lo estatuido por el inciso segundo del artículo 273 del Código Tributario, los jueces 
están en la obligación de efectuar el control de legalidad de los actos o resoluciones 
impugnadas al momento de dictar sentencia.  
8. El contribuyente tiene en materia contenciosa la posibilidad de impugnar un acto 
administrativo de acuerdo a lo establecido en el artículo 220 del citado Cuerpo legal, y es 
en base de estas acciones de impugnación, especialmente de las indicadas en el numeral 1 
y 2 del mencionado artículo, que se produce un control de los actos dictados por la 
Administración. Igualmente los jueces cuentan con otras herramientas para a lo largo del 
proceso realizar este control, como es la facultad oficiosa de los tribunales consagrada en 
el artículo 262 del Código de la Materia que permite la presentación de nuevas pruebas o 
la práctica de diligencias para el esclarecimiento de la verdad.  
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9. Esta facultad otorga al Contencioso la potestad para revisar la actuación de la 
Administración y reconsiderar asuntos de hecho y de derecho tomados por la 
Administración y reflejados en el acto administrativo materia de la impugnación. 
Podemos concluir estableciendo que el último escalón en sede judicial en el que se 
verifica el control de legalidad, es a través de la interposición del recurso de casación ante 
la Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia.  
10. Este recurso en su esencia constituye un control de legalidad de la sentencia, que 
principalmente se dirige a lograr el imperio del derecho positivo en la resolución judicial 
y que, como lo sostiene la reiterada jurisprudencia, consigue el reparo de los agravios 
inferidos a una de las partes en el fallo, auto o providencia recurrida. 
11. Finalmente es necesario precisar que los jueces, las juezas y autoridades administrativas 
están en la obligación de cumplir con las disposiciones legales en todo su actuar, velando 
por el respeto de la Constitución y de la ley. Al momento de emitir un acto administrativo 
como de dictar un fallo en sede judicial, se deben observar los principios establecidos en 
la Carta Suprema como en los demás cuerpos legales, para de estar forma brindar una 
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